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RESUMEN 

El presente informe jurídico analiza dos (02) temas abordados en la Resolución 

del Tribunal Fiscal No. 04207-3-2021: (i) operaciones de préstamos a título 

gratuito realizadas entre partes vinculadas y (ii) la facultad de la Administración 

Tributaria de solicitar información y/o documentación de períodos prescritos para 

determinar la obligación tributaria de períodos no prescritos. En cuanto al primer 

tema, se busca determinar si existe una regulación para la imputación de renta 

en operaciones de préstamo a título gratuito entre partes vinculadas (a través de 

los artículos 26, 32 o 32-A de la Ley del Impuesto a la Renta) o, si por el contrario, 

existe un vacío legal en nuestra legislación. Respecto al segundo tema, el 

análisis se va a dividir en dos (02): (i) determinar si la Administración Tributaria 

tiene la facultad de solicitar información de períodos prescritos que sustentan la 

determinación de la obligación tributaria de períodos no prescritos, y (ii) 

determinar si la Administración Tributaria tiene la facultad de solicitar información 

de períodos prescritos a fin de corregir errores de dichos períodos que incidan 

en la determinación de la obligación tributaria de períodos no prescritos. Al 

respecto, el análisis va a centrarse en determinar los límites del deber de la 

Administración Tributaria en determinar correctamente la obligación tributaria, 

frente al principio de seguridad jurídica que protege al contribuyente frente a 

dicho accionar. 

Palabras clave 

Precios de transferencia, préstamo gratuito, facultad de fiscalización, seguridad 

jurídica. 
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ABSTRACT 

This legal report analyzes two (02) issues addressed in the Tax Court Resolution 

No. 04207-3-2021: (i) determine whether there is a legal loophole for the 

imputation of income for gratuitous loan transactions between related parties and 

(ii) determine whether the Tax Administration has the power to request

information from prescribed periods to determine the tax liability for non-

prescribed periods. 

This legal report analyzes two (02) issues addressed in Tax Court Resolution No. 

04207-3-2021: (i) gratuitous loan transactions between related parties and (ii) the 

Tax Administration's power to request information and/or documentation of 

prescribed periods in order to determine the tax liability of non-prescribed periods. 

Regarding the first issue, the purpose is to determine if there is a regulation for 

the imputation of income in gratuitous loan transactions between related parties 

(through articles 26, 32 or 32-A of the Income Tax Law) or, on the contrary, if 

there is a legal void in our legislation. Regarding the second issue, the analysis 

will be divided into two (02): (i) to determine whether the Tax Administration has 

the power to request information of prescribed periods that support the 

determination of the tax liability of non-prescribed periods, and (ii) to determine 

whether the Tax Administration has the power to request information of 

prescribed periods in order to correct errors of such periods that affect the 

determination of the tax liability of non-prescribed periods. In this regard, the 

analysis will focus on determining the limits of the Tax Administration's duty to 

correctly determine the tax liability, in view of the principle of legal certainty that 

protects the taxpayer against such action. 

 Keywords 

Transfer pricing, free loan, tax audit power, legal certainty. 
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I. REFERENCIAS DE SIGLAS Y ABREVIATURAS 

 

CI Costo Incrementado 
CT   Texto Único Ordenado del Código Tributario, aprobado por 

Decreto Supremo No. 133-2013-EF 
Directrices 

de la OCDE 

Directrices de la OCDE aplicables en materia de precios de 
transferencia a empresas multinacionales y administraciones 
tributarias 

IR Impuesto a la Renta 
LIR Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la Renta, 

aprobado mediante Decreto Supremo No. 179-2004-EF 
LPAG Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley No. 27444 
MNT Margen Neto transaccional 
OCDE Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
PCNC Precio Comparable No Controlado 
PR Precio de Reventa 
PU Participación de Utilidades 
RLIR Reglamento de la Ley del Impuesto a la Renta, aprobado 

mediante Decreto Supremo No. 122-94-EF 
ROF del MEF Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de 

Economía y Finanzas, aprobado por Resolución Ministerial 
No. 213-2020-EF/41 

RPU Método Residual de Participación de Utilidades 
RTF Resolución del Tribunal Fiscal 
SUNAT Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 

Tributaria 
TC Tribunal Constitucional 
TF Tribunal Fiscal 
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II. INTRODUCCIÓN 

 

En el presente informe abordaremos (02) temas independientes analizados en 

la RTF No. 04207-3-2021: (i) el primer tema a analizar se enmarca en la 

posibilidad de imputación de renta por operaciones de préstamo a título gratuito 

entre partes vinculadas, (ii) el segundo tema se vincula con la facultad de la 

SUNAT para solicitar información de períodos prescritos a fin determinar la 

obligación tributaria de períodos no prescritos. 

 

En cuanto a la problemática vinculada a las operaciones de préstamo a título 

gratuito entre partes vinculadas veremos que existen diversas posiciones en 

cuanto a la imputación de renta a través de ellas. En efecto, hay interpretaciones 

que pueden llevar a polos opuestos debido a que un sector de la doctrina 

considera que sí es posible determinar intereses en las operaciones de préstamo 

a título gratuito (dentro de ellas, hay diferentes posturas pues algunos señalan 

que será de aplicación el artículo 26 de la LIR, otros el 32 y otros el 32-A); 

mientras que otro sector de la doctrina sostiene que no existe norma y, por lo 

tanto, no se podría determinar renta en dichas operaciones. 

 

En este contexto, nuestro problema jurídico principal consiste en determina lo 

siguiente: ¿Existe un vacío legal para la determinación del valor de mercado de 

los intereses en las operaciones de préstamo a título gratuito? A fin de resolver 

dicho problema, debemos plantearnos dos (02) problemas jurídicos 

subyacentes: (1) ¿El artículo 26 de la LIR permite que se puedan presumir 

intereses para operaciones de préstamo a título gratuito entre partes 

vinculadas?, y (2) ¿Existe alguna norma en nuestra LIR que permita imputar 

renta en la determinación de las operaciones de préstamo gratuito entre partes 

vinculadas? 

 

En cuanto a la segunda problemática vinculada a la facultad de la SUNAT para 

solicitar documentación de períodos prescritos a fin de determinar la obligación 

tributaria de períodos no prescritos, es de especial relevancia debido a que va a 

presentarse una contraposición de dos (02) principios fundamentales: por un 



8 
 

lado, el principio de verdad material (plasmado en la obligación de la SUNAT de 

determinar correctamente la obligación tributaria) y, por otro lado, el principio de 

seguridad jurídica (base de la prescripción que protegería al contribuyente frente 

al accionar de la SUNAT para requerirle información o corregir errores de 

períodos prescritos). 

 

En este contexto, nuestro problema jurídico principal es determinar lo siguiente: 

¿La SUNAT puede solicitar documentación de períodos prescritos a fin de 

determinar obligaciones tributarias de períodos no prescritos? A fin de resolver 

dicho problema jurídico, debemos plantearnos dos (02) problemas jurídicos 

subyacentes: (1) ¿La SUNAT puede solicitar documentación de períodos 

prescritos para sustentar documentalmente la determinación de la obligación 

tributaria de un período no prescrito?, y (2) ¿La SUNAT puede solicitar 

documentación de períodos prescritos para corregir errores de dichos períodos 

que inciden en la determinación de la obligación tributaria de períodos no 

prescritos? 

 
III. JUSTIFICACIÓN 

 

La RTF No. 4207-3-2021, materia de análisis del presente informe, demuestra 

cuál es el criterio que del TF para la determinación de la renta en las operaciones 

de préstamos a título gratuito entre partes vinculadas, esto es, realizar la 

determinación en base al artículo 26 de la LIR.  

 

Como hemos mencionado, existen diferentes posturas respecto a la evaluación 

de dicha operación, la cual va a tener diferentes consecuencias jurídicas. En 

efecto, si se adopta la postura de que no hay una norma que permita ello 

estaríamos frente a un vacío legal que requeriría ser solucionado de manera 

inmediata por parte del legislador. Por otro lado, si se adopta la postura de que 

existe una norma que permita dicha imputación, las consecuencias jurídicas van 

a depender de la norma que regule dicha imputación; por ejemplo, si se adopta 

el artículo 26 de la LIR como norma de imputación de renta en las operaciones 

de préstamos con vinculadas, ello podría conllevar a asumir la adopción de libros 

contables como prueba en contrario a la presunción de intereses. 



9 
 

 

Por otro lado, la RTF No. 4207-3-2021 también es relevante para observar el 

criterio del TF respecto al alcance de la facultad de fiscalización y determinación 

de la SUNAT a fin de determinar si esta puede solicitarle al contribuyente 

documentación de períodos prescritos a fin de determinar obligaciones 

tributarias de períodos no prescritos. Por lo tanto, permite analizar si conforme al 

criterio del TF resulta razonable dicho accionar por parte de la SUNAT. 
 

IV. HECHOS RELEVANTES 

 

● La SUNAT inició un procedimiento de fiscalización definitiva a la Compañía 

por el IR del ejercicio 2006. En virtud de los resultados de dicha 

fiscalización, se emitió las Resoluciones de Determinación y de Multa, por 

la determinación del IR del ejercicio fiscalizado, y por la comisión de la 

infracción tipificada en el numeral 1 del artículo 178 del CT, 

respectivamente. 

 

● La Compañía interpuso un recurso de reclamación, el cual fue resuelto 

mediante la Resolución de Intendencia que declaró la nulidad de los 

referidos valores pues se verificó que la SUNAT había incurrido en la causal 

de nulidad prevista en el numeral 2 del artículo 109 del CT debido a que 

efectuó el reparo por intereses presuntos prescindiendo del procedimiento 

legal establecido. 

 

Al respecto, en instancia de reclamación se dispuso que se emitan 

nuevamente los valores impugnados debido a que dicha nulidad incidía en 

la determinación de la renta neta imponible conjuntamente con los demás 

reparos 

 

● En cumplimiento de la Resolución de Intendencia, la SUNAT realizó 

nuevamente el procedimiento fiscalización del IR del ejercicio 2006, la cual 

giró la resolución de determinación impugnada al haberse determinado 

reparos por los siguientes conceptos: (i) Intereses presuntos por los 

préstamos efectuados a un accionista por los cuales no se cobraron 
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intereses, (ii) Gastos de depreciación no sustentada y (iii) Cargos a 

resultados que no cumplen con el principio de causalidad. Asimismo, se 

determinó la infracción tipificada en el numeral 1 del artículo 178 del CT. 

 

No obstante, la Compañía decidió reclamar dichos valores, presentando un 

nuevo recurso de reclamación, el cual fue declarado infundado por la 

SUNAT.  

 

● Posteriormente, la Compañía interpuso un recurso de apelación contra la 

Resolución de Intendencia, la cual fue resuelta por la RTF No. 04207-3-

2021, la cual revocó el reparo por intereses presuntos por los préstamos 

efectuados a un accionista y algunos cargos a resultados, y confirmó los 

demás reparos. 

  

A efectos del análisis del presente trabajo, vamos a considerar los reparos 

(i) y (ii) efectuados por la SUNAT. 

 

En cuanto al reparo por intereses presuntos, la SUNAT señaló que la 

Compañía no acreditó el cobro de los intereses ni la tasa de interés 

aplicable (se limitó a presentar Estados de Cuenta sin sustentar a qué 

importes requeridos correspondían) al préstamo otorgado a su accionista1; 

por consiguiente, resultaba aplicable el artículo 26 de la LIR. Cabe precisar 

que, la SUNAT utilizó el artículo 26 para determinar la existencia del hecho 

base (préstamo) y el artículo 32-A con el fin de determinar el valor de 

mercado de dicha transacción. Por su parte, la Compañía señala que sí 

presentó la documentación que acreditaba que las operaciones a 

préstamos se pactaron a valor de mercado. 

 

El TF concluye que la SUNAT no realizó un correcto análisis de 

comparabilidad conforme al inciso d) del artículo 32-A de la LIR debido a 

que solo había utilizado las tasas de interés publicadas por la 

                                            
1  Cabe precisar que el accionista poseía 52.36% de acciones de la Compañía. 
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Superintendencia de Banca, Seguro y AFP, los cuáles no califican como 

operaciones comparables; por lo que levantó y revocó el presente reparo. 

 

En cuanto al reparo por gastos de depreciación no sustentada, la SUNAT 

había efectuado el reparo por considerar que la Compañía no había 

sustentado al detalle los bienes a depreciar. Al respecto, la Compañía 

señaló que la SUNAT erróneamente sostiene que el contribuyente está 

obligado a mantener documentación contable y tributaria más allá del plazo 

de prescripción de las obligaciones que se generen, conforme a las RTF 

Nos. 04206-1-2009 y 03168-5-2003, las cuáles no son jurisprudencia de 

observancia obligatoria.  

 

El TF concluye que no se encuentra sustentada la depreciación; por lo 

tanto, mantiene el reparo y confirma la apelada en este extremo. En efecto, 

señala que la SUNAT tiene la facultad de requerir información de períodos 

prescritos a fin de derivar consecuencias tributarias para períodos no 

prescritos, según lo señalado en las RTF Nos. 00100-5-2004 y 00322-1-

2004, entre otras, las cuales, si bien no son de observancia obligatoria, son 

relevantes debido a que mediante ellas se interpretan normas que son 

aplicables al caso. 

 
V. POSICIÓN  

 

Para el desarrollo de este punto, será importante referirnos a cada uno de los 

problemas jurídicos que serán abordados a lo largo del presente informe. Así, 

respecto al primer problema sostenemos que la presunción relativa de intereses 

en operaciones de préstamos establecida en el artículo 26 de la LIR solo opera 

para partes independientes. No obstante, mediante el primer párrafo del artículo 

32 de la LIR se permite que se puedan imputar rentas para las operaciones de 

precios de préstamos gratuitos entre partes vinculadas. 

 

Sobre el segundo problema, si bien consideramos que la SUNAT podría solicitar 

documentación de períodos prescritos que sustenten documentalmente la 

determinación del IR de un período no prescrito, actualmente el TF no cuenta 



12 

con criterios que permitan otorgar certeza al contribuyente sobre la 

documentación que deba mantener. En consecuencia, dicha medida resulta 

desproporcional.  

En cuanto a si la SUNAT puede solicitar documentación de períodos prescritos 

para corregir errores de dichos períodos que incidan en la determinación de la 

obligación tributaria de períodos no prescritos sostenemos que es una medida 

desproporcional. 

VI. ANÁLISIS DE LA CONTROVERSIA VINCULADA A LA DETERMINACIÓN

DEL VALOR DE MERCADO DE LOS INTERESES EN OPERACIONES

PRÉSTAMO A TÍTULO GRATUITO ENTRE PARTES VINCULADAS

6.1. Normativa aplicable a las operaciones de préstamo sin intereses entre 

partes vinculadas en el ejercicio 2006 

Antes de entrar a analizar el problema vinculado a la determinación del valor de 

mercado de los intereses en operaciones de préstamo a título gratuito entre 

partes vinculadas, corresponde desarrollar los conceptos vinculados a las 

normas de precios de transferencia, así como su regulación en la normativa 

peruana. 

6.1.1. Nociones preliminares: Sobre el concepto de precios de 

transferencia y el principio de arm’s length 

Conforme al apartado 2.1.1.5. del Manual Práctico sobre Precios de 

Transferencia para países en desarrollo del 2021 de las Naciones Unidas, 

se define a los precios de transferencia como la fijación de precios de 

transacciones entre partes vinculadas.  

Cabe resaltar que fin de analizar los precios de transferencia es relevante 

tomar en cuenta el principio de arm’s length, el cual se encuentra 

establecido en el apartado 1 del artículo 9 del Modelo de Convenio 

Tributario de la OCDE, conforme al cual se establece: 
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“1. Cuando (…) dos empresas [vinculadas] estén, en sus relaciones 

comerciales o financieras, unidas por condiciones aceptadas o 

impuestas que difieran de las que serían acordadas por empresas 

independientes, los beneficios que habrían sido obtenidos por una de 

las empresas de no existir dichas condiciones, y que de hecho no se 

han realizado a causa de las mismas, podrán incluirse en los 

beneficios de esa empresa y someterse a imposición en 

consecuencia.” 

 

Como se puede observar, mediante el principio de arm’s length se busca 

que las operaciones pactadas entre partes vinculadas sean comparables a 

las realizadas entre partes independientes en condiciones de libre 

competencia, a fin de evitar que haya una manipulación de sus precios.  

 

En el sistema jurídico peruano, las normas de precios de transferencia se 

encuentran reguladas principalmente en los artículos 32 numeral 4 y 32-A 

de la LIR, así como los artículos 108 al 118-A del RLIR. 

 

Al respecto, se debe tomar en cuenta que el artículo 24 del RLIR establece 

los criterios de vinculación, entre ellos: control accionarial, por socios 

comunes, por poder de decisión, entre otros. Cabe precisar que en la 

operación materia de análisis consiste en un préstamo a un accionista que 

posee el 52.36% de las acciones de la Compañía; por lo tanto, nos 

encontramos frente al criterio de vinculación por control accionarial que 

consiste en que una persona natural o jurídica tenga más del treinta por 

ciento (30 %) de otra persona jurídica, o de dos o más personas jurídicas 

en conjunto, directa o indirectamente. 

 

Por otro lado, se debe tomar en cuenta que conforme a la regulación actual 

del artículo 32-A de la LIR existen dos (02) momentos en el análisis de las 

operaciones entre partes vinculadas: primero, se va a analizar el valor de 

mercado de la operación observada; segundo, en el supuesto que se 
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verifique que la operación materia de análisis no se encuentre dentro de 

dicho rango del valor de mercado, se ajustará dicho valor. 

 

En este contexto, cabe resaltar que el ámbito de aplicación y la aplicación 

de ajustes de precios de transferencia regulado en el artículo 32-A de la 

LIR han ido variando con el tiempo. Entre las principales modificaciones 

tenemos las siguientes: 

 

● Mediante el Decreto Legislativo No. 945, vigente del 2004 al 2012, se 

estableció en el artículo 32-A de la LIR que las normas de precios de 

transferencia únicamente se aplicaban cuando los precios pactados 

implicaban un pago del IR menor al valor de mercado.  

 

● No obstante, con la entrada en vigencia de los Decretos Legislativos 

Nos. 1112 y 1124, vigentes a partir del 2013, se faculta a la SUNAT a 

realizar el ajuste por aplicación de normas de precios de transferencia 

aun en el supuesto que en que no se configura un menor IR en el 

Perú, como la determinación de mayores pérdidas tributarias. 

 

En este contexto, cabe resaltar que la operación de la resolución materia 

de análisis se efectuó en el año 2006, por lo que la SUNAT únicamente se 

encontraba facultada para realizar el ajuste si causaba un perjuicio al fisco 

debido a que los precios pactados implicaban un menor pago del IR. 

 
6.1.2. Métodos de valoración de precios de transferencia para la 

determinación del valor de mercado de los intereses por la operación 

de préstamo a título gratuito 

 

A fin de determinar el valor de mercado de las operaciones entre partes 

vinculadas, se debe determinar cuál de los métodos de precios de 

transferencia le es aplicable a la operación de conformidad con su 

naturaleza y sus características. 
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Conforme a las Directrices de la del 2022, los métodos se pueden clasificar 

en (i) métodos tradicionales basados en las operaciones (que incluyen los 

métodos del PCNC, PR y CI) y (ii) métodos basados en el resultado de las 

operaciones (que incluyen los métodos del PU, RPU y MNT). 

 

Al respecto, nuestra normativa interna ha recogido dichos métodos para la 

determinación de los precios de transferencia. En efecto, en el inciso e) del 

artículo 32-A de la LIR se establece que los métodos de precios de 

transferencia que podrán ser aplicados para determinar el valor de mercado 

en el Perú son: el método del PCNC, el método de PR, el método del CI, el 

método de la PU, el método residual de RPU y el método del MNT. 

 

En cuanto a los métodos tradicionales basados en las operaciones, 

podemos observar lo siguiente: 

 

● El numeral 1 del inciso e) del artículo 32-A de la LIR aplicable en el 

2006 señala que el método del PCNC consiste en “determinar el valor 

de mercado de bienes y servicios entre partes vinculadas 

considerando el precio o el monto de las contraprestaciones que se 

hubieran pactado con o entre partes independientes en operaciones 

comparables”.  

 

● Por su parte, el numeral 2 del inciso e) del mismo artículo, señala que 

el PR consiste en “determinar el valor de mercado de adquisición de 

bienes y servicios en que incurre un comprador respecto de su parte 

vinculada, los que luego son objeto de reventa a una parte 

independiente (…)”.  

 

● Finalmente, el numeral 3 del inciso e) del mismo artículo, señala que 

el método del CI consiste en “determinar el valor de mercado de 

bienes y servicios que un proveedor transfiere a su parte vinculada 

(…)”.  
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De los tres métodos expuestos podemos concluir que los métodos de PR y 

de CI no reflejan una operación de préstamo debido a que son métodos 

aplicables para una operación de reventa y una operación con un 

proveedor, respectivamente. Al respecto, se debe tomar en cuenta el 

artículo 113 del RLIR establece que el método de valoración que se elegirá 

para determinar el valor de mercado de las operaciones del 32-A de la LIR 

será aquel que resulte más apropiado para reflejar la realidad económica 

de la operación. Por lo tanto, de los métodos tradicionales basados en las 

operaciones, el que mejor refleja la realidad de una operación de préstamo, 

es el PCNC. 

 

En efecto, el método del PCNC implica comparar los precios pactados en 

una operación entre partes vinculadas con el que se hubiese pactado si no 

hubiesen sido vinculadas. En el caso de las operaciones de préstamos, el 

precio pactado va a ser la tasa de interés pues esa es la contraprestación 

que se recibe por la operación. 

 

En este contexto, los métodos basados en los resultados de las 

operaciones no serían aplicables a las operaciones de préstamo debido a 

que estos métodos se basan en la utilidad neta que se generan en una 

actividad comercial que se encuentra afectada por una operación entre 

partes vinculadas. En una operación de préstamo, únicamente el 

prestamista va a recibir una contraprestación (el interés) como resultado de 

la operación, por lo que no podría aplicarse este método para evaluar el 

cumplimiento del principio de plena competencia. 

 

En consecuencia, el método del PCNC resulta el más idóneo para analizar 

el cumplimiento del principio de plena competencia en una operación de 

préstamo entre partes vinculadas. 

 
6.1.3. Naturaleza de las normas de precios de transferencia 

 

a) Carácter valorativo 
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En este contexto, es relevante conocer la naturaleza de las normas de 

precios de transferencia en nuestra legislación, para lo cual debemos 

remitirnos a los artículos 32 y 32-A de la LIR. 

Al respecto, el párrafo 15 del Prólogo de las Directrices de la OCDE 20222 

señala que las mismas “se centran en la aplicación del principio de plena 
competencia para valorar los precios de transferencia de empresas 

asociadas”. (Énfasis agregado) 

Por su parte, el artículo 32 de la LIR establece que el valor de las 

operaciones entre partes vinculadas son los precios que hubieran sido 

acordados conforme a las disposiciones del artículo 32-A. En ese sentido, 

las normas de precios de transferencia establecidas en el artículo 32-A de 

la LIR van a permitir valorar las operaciones realizadas entre partes 

vinculadas, teniendo como criterio el principio de arm’s length. 

Entonces, las normas que regulan los precios de transferencia en nuestra 

legislación interna, guiadas por el principio de arm’s length, sirven para 

valorar el precio de las operaciones realizadas entre partes vinculadas y 

determinar si se encuentran conforme al valor de mercado. 

En efecto, mediante nuestra legislación se están fijando los criterios de 

cuantificación de las operaciones entre partes vinculadas -a través de los 

métodos de valoración recogidos en la misma norma-, las cuales permiten 

que se determine el valor de mercado de la operación y, de corresponder, 

realizar los ajustes respectivos al valor a fin de efectos del IR. 

Aunado a ello, se debe tener en cuenta que las normas de transferencia del 

artículo 32-A de la LIR van a ser aplicables siempre y cuando haya 

previamente un valor pactado. 

2  Cabe resaltar que, conforme al inciso h) del artículo 32-A de la LIR, las Guías sobre Precios
de Transferencia para Empresas Multinacionales y Administraciones Fiscales aprobadas por 
el OCDE podrán servir para interpretar el artículo, en tanto no se opongan a la LIR. 
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En efecto, el artículo 32-A de la LIR establece lo siguiente: 

 
NORMAS APLICABLES EN EL 

EJERCICIO 2006 

NORMAS APLICABLES EN EL 

EJERCICIO 2023 

a) Ámbito de aplicación 
 
Las normas de precios de transferencia 
serán de aplicación cuando la 
valoración convenida hubiera 
determinado un pago del Impuesto a la 
Renta, en el país, inferior al que hubiere 
correspondido por aplicación del valor 
de mercado. En todo caso, resultarán 
de aplicación en los siguientes 
supuestos: (…) 
 
c) Ajustes 
 
El ajuste del valor asignado por la 
Administración Tributaria o el 
contribuyente surte efecto tanto para el 
transferente como para el adquirente, 
siempre que éstos se encuentren 
domiciliados o constituidos en el país. 
 

a) Ámbito de aplicación 
 
(…). Sin embargo, solo procede 
ajustar el valor convenido por 
las partes al valor que resulte de 
aplicar las normas de precios de 
transferencia en los supuestos 
previstos en el literal c) de este 
artículo. 
 
(…) 
 
c) Ajustes 
 
Solo procederá ajustar el valor 
convenido por las partes cuando 
este determine en el país un 
menor impuesto del que 
correspondería por aplicación de 
las normas de precios de 
transferencia.  

 

Como se puede observar, las normas del artículo 32-A de la LIR aluden a 

un “valor convenido”. En este contexto, corresponde determinar si mediante 

las normas de transferencia podría imputarse renta. 

 

Al respecto, diversa doctrina nacional señala que mediante el artículo 32-A 

de la LIR no se puede imputar renta. Al respecto, Renée Villagra concluye 

que no se pueden imputar renta con las disposiciones del artículo 32-A de 

la LIR debido a que aluden a un “valor convenido” (2020, p. 206). En la 

misma línea, Fernando Zuzunaga sostiene que mediante las normas de 

valoración no buscan crear hechos imponibles, sino cuantificar los hechos 

gravados por el IR (2017, p. 133). 

 

En efecto, nosotros coincidimos que las normas de precios de transferencia 

son valorativas y, por ende, requieren que previamente haya un valor sobre 
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el cual realizar su análisis a fin de determinar si se encuentran conforme al 

valor de mercado.  

 

En conclusión, se deben tener en cuenta los siguientes aspectos de las 

normas de precios de transferencia establecidas en el artículo 32-A de la 

LIR: (i) se van a aplicar dichas normas a fin de determinar el precio de las 

operaciones conforme a valor de mercado, y (ii) se van a aplicar dichas 

disposiciones sobre un valor convenido por las partes, esto es, una 

contraprestación previamente pactada. 

 

b) ¿Las normas de precios de transferencia son normas de presunción? 

 

Las presunciones legales en materia tributaria se encuentran establecidas 

en el artículo 65 del CT, cuyo numeral 7 establece que la SUNAT podrá 

realizar la determinación en base a presunciones establecidas en otras 

leyes especiales. 

 

Al respecto, Ernesto Eseverri señala que las presunciones legales son un 

proceso lógico mediante el cual se concluye un hecho presumido, sobre el 

cual se desplegarán los efectos jurídicos, en base a la acreditación de la 

existencia de un hecho base (1995, p. 7).  

 

Asimismo, Luis Hernández sostiene que las presunciones son las 

consecuencias que el legislador o el juzgador extraen de un hecho 

conocido, debidamente probado, con el fin de llegar a un hecho 

desconocido. Una presunción será relativa cuando el sujeto afectado por la 

presunción pueda demostrar la inexistencia del hecho desconocido; 

mientras que en la presunción absoluta no cabe la prueba en contrario 

(1985, p. 2). 

 

Entonces, una presunción legal va a consistir en establecer un hecho 

presumido como consecuencia de un hecho conocido, a fin de otorgarle 

consecuencias jurídicas a dicho hecho presumido.  En este contexto, las 

normas de precios de transferencia del 32-A de la LIR no son normas de 
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presunción debido a que tienen como propósito valorar las operaciones en 

base a los precios previamente pactados. 

 

Por el contrario, dichas normas no liberan a la SUNAT de probar el valor de 

la operación, sino que la parte analizada va a presentar la cuantificación de 

su operación y la SUNAT deberá corroborar que dicha cuantificación se 

encuentre dentro del valor de mercado. En efecto, la parte analizada va a 

presentar la sustentación de que su operación ha sido realizada conforme 

al valor de mercado y la SUNAT, si no se encuentra de acuerdo con dicha 

valoración, es quien tiene la carga de probar que el precio pactado entre 

las partes vinculadas no se encuentra a valor de mercado y presentar su 

propio análisis de comparabilidad a fin de hacer el ajuste de precios de 

transferencia, conforme al inciso c) del artículo 32-A. En consecuencia, las 

normas de precios de transferencia del artículo 32-A de la LIR no se 

configuran como normas de presunción. 

 
c) ¿Las normas de precios de transferencia, conforme a nuestra LIR, 

tienen carácter antielusivo? 

 

Sin perjuicio de lo señalado en los párrafos anteriores se debe tomar en 

cuenta que existen autores que señalan que las normas de precios de 

transferencia, además de ser valorativas, son normas antielusivas.  

 

Al respecto, Walker Villanueva señala que las normas de precios de 

transferencia son normas de valoración y de recalificación (en base a las 

Directrices de la OCDE); asimismo, puede tener una finalidad antielusiva 

debido a que busca evitar que se manipulen los precios, generando un 

pago del impuesto menor (2022, p. 21) 

 

Por su parte, Jorge Picón señala que las normas de precios de 

transferencia constituyen un mecanismo antielusivo debido a que su 

aplicación se permite con la generación de perjuicio fiscal (2008, p. 49) 
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Al respecto, debemos de tener en cuenta los siguientes aspectos: (i) las 

normas de precios de transferencia de la LIR no facultan a la SUNAT 

desconocer o recalificar las transacciones y (ii) los precios de transferencia 

no implican necesariamente una actitud antielusiva. 

 

En cuanto al primer punto, de la lectura de las normas que regulan los 

precios de transferencia en nuestra legislación no podemos observar que 

se le otorgue la posibilidad a la SUNAT de poder desconocer o recalificar 

dichas operaciones. 

 

Al respecto, Luis Durán y Paul Nina señalan que el artículo 32-A 

únicamente prevé un ajuste del valor de las operaciones, pero no facultan 

a la SUNAT a desconocer las transacciones o recalificarlas (2018, p. 328).  

 

Asimismo, Brian Arnold señala que es cuestionable que las autoridades 

fiscales puedan recalificar las operaciones sin una autorización legal 

explícita en la legislación interna (2016, p. 104). 

 

En efecto, las normas de precios de transferencia de la LIR únicamente 

establecen un ajuste de valor a las operaciones realizadas entre partes 

vinculadas. En consecuencia, la SUNAT no podrá desconocer o recalificar 

la operación. 

 

Respecto al segundo punto, debemos tomar en cuenta que la regulación 

de los precios de transferencia no se realiza necesariamente con una 

finalidad elusiva, sino que también pueden ser debido al normal 

desenvolvimiento del grupo económico.  

 

En efecto, se debe resaltar que las mismas Directrices de la OCDE 2022 

reconocen que, si bien el análisis de precios de transferencia pueden 

utilizarse con fines antielusivos, no se les debe vincular a los problemas de 

elusión fiscal debido a que existen otros factores que pueden distorsionar 

las condiciones entre empresas vinculadas, tales como obligaciones 
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administrativas opuestas vinculadas a las valoraciones aduaneras, 

derechos antidumping y controles de precios (p. 29). 

 

En la misma línea Hubert Hamaekers, ex presidente del grupo de trabajo 

de la OCDE sobre precios de transferencia, señala que la planificación 

fiscal es solo una en la serie de consideraciones relevantes para las 

operaciones entre vinculadas, pues hay otros factores que influyen para 

pactar los precios, los cuáles están vinculados en una correcta economía 

de negocios (2001, p.13). 

 

Asimismo, Jeans Wittendorff señala que, conforme a la teoría económica 

de la integración, si es que se presentan mercados imperfectos (por 

ejemplo, aquellos en los cuales se presenta asimetría de información), ello 

puede generar que las empresas vinculadas obtengan mayores beneficios 

globales a comparación de las empresas independientes (2010, p. 19). 

 

En efecto, el perjuicio fiscal ocasionado por las operaciones entre partes 

vinculadas puede responder no solo a una manipulación fiscal, sino 

también al normal comportamiento del mercado. En consecuencia, no se 

puede reducir el inciso c) del artículo 32-A a una cláusula antielusiva. 

 

En este contexto, cabe resaltar que sostenemos que los ajustes por 

aplicación de las normas de precios de transferencia tienen como 

fundamento el principio de igualdad (reconocido en el artículo 74 de la 

Constitución) pues, como hemos mencionado, se va a buscar que las 

operaciones entre vinculadas sea semejante a las operaciones entre no 

vinculadas, las cuales se van a dar conforme al normal desenvolvimiento 

del mercado. 

 
6.2. ¿Es posible imputar rentas a las operaciones de préstamo entre partes 

vinculadas en las cuáles no se han pactado intereses? 
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De manera preliminar, debemos tener en cuenta que el inciso d) del artículo 

1 de la LIR establece que el IR grava las rentas imputadas establecidas en 

dicha Ley.  

 

Al respecto, el artículo 26 de la LIR, vigente en el ejercicio 2006, establece 

la presunción iuris tantum de que toda operación de préstamo realizado 

entre partes independientes deviene en un interés no inferior a la tasa 

activa de mercado promedio mensual en moneda nacional (TAMN) o en 

la tasa promedio de depósitos a seis (6) meses del mercado intercambiario 

de Londres (LIBOR). No obstante, en el último párrafo se señalaba que 

dichas disposiciones no aplicaban a operaciones entre partes vinculadas, 

para las cuáles debía regir lo dispuesto por el numeral 4) del Artículo 32 de 

la LIR. 

 

En consecuencia, las disposiciones del artículo 26 de la LIR no son 

aplicables a las operaciones realizadas entre partes vinculadas, sino que 

estas serán evaluadas conforme a las normas aplicables a empresas 

vinculadas, es decir, conforme al numeral 4 del artículo 32, el cual remite la 

aplicación de la valoración de las transacciones entre partes vinculadas al 

artículo 32-A de la LIR. 

 

Al respecto, se debe tomar en cuenta que el artículo 32 de la LIR establece 

que, para efectos del IR, el valor asignado a los bienes, servicios y demás 

prestaciones a cualquier título será el de mercado. En consecuencia, dicho 

artículo permitiría imputar renta a los préstamos pactados sin intereses 

entre vinculadas mediante la aplicación de las normas de precios de 

transferencia. 

 

No obstante, cabe preguntarnos acerca de la posibilidad de imputar renta 

a través de las normas de precios de transferencia.  

 

Como se mencionó anteriormente, el último párrafo del artículo 26 de la LIR 

establece que las disposiciones de dicho artículo (mediante el cual se 

regula la presunción de intereses de préstamos entre partes no vinculadas) 
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son aplicable a operaciones realizadas entre partes vinculadas, sino que 

sería de aplicación lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 32 de dicha 

Ley. 

 

Respecto a la aplicación de intereses presuntos para las operaciones de 

préstamo donde no se hayan pactado intereses existen diferentes posturas, 

tal como se observa a continuación: 

 

1. Un sector de la doctrina sostiene que el artículo 26 de la LIR permite 

que se presuman intereses en las operaciones de préstamo a título 

gratuito, cuya valoración se realizaría mediante la aplicación del 

artículo 32-A de la LIR.  

 

Tal es el caso de Silvia Muñoz (2008, p. 349) y Márquez Pacheco 

(mediante su voto singular en la RTF No. 02112-5-2019) quienes 

sostienen que el artículo 26 consta de una regla de presunción de 

onerosidad y otra regla de valoración; en consecuencia, la primera va 

a permitir presumir intereses en las operaciones de préstamo a título 

gratuito por el artículo 26 y la valoración de los mismos se da en 

función al último párrafo del artículo que deriva al numeral 4 del 

artículo 32 y, por ende, al artículo 32-A de la LIR. 

 

2. Otro sector sostiene que el artículo 26 no es aplicable a las 

operaciones entre partes vinculadas; no obstante, podrán aplicarse 

las reglas de valor de mercado del artículo 32-A. 

 

En efecto, en el Informe No. 119-2008-SUNAT/2B0000 se concluyó 

en operaciones de préstamos gratuitos entre partes vinculadas se 

deben aplicar las normas del 32-A a fin de determinar el valor de 

mercado en dichas transacciones. 

 

3. Otro sector de la doctrina sostiene que el primer párrafo del artículo 

32, al regular que en las operaciones gratuitas se deberá considerar 
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el valor de mercado, el legislador ha establecido una imputación de 

renta. 

 

Al respecto, Cecilia Delgado señala que mediante el artículo 32 de la 

LIR el transferente deberá considerar que el valor asignado a dicha 

operación es el valor de mercado; por lo tanto, si bien no se generó 

una renta real, el legislador consideró la imputación de una renta ficta 

al transferente de los bienes cuya base imponible se determinará 

conforme al valor de mercado (2004, p. 18). 

 

4. Finalmente, en contraposición a esta última postura, otro sector de la 

doctrina sostiene que el artículo 26 no es aplicable a las operaciones 

entre partes vinculadas y que no hay ninguna norma en nuestra 

regulación que regule una imputación de rentas presuntas para dichas 

operaciones.  

 

Al respecto, Walker Villanueva señala que, en base a los principios de 

reserva de ley (debido a que el legislador no puede dejar al libre 

arbitrio o discrecionalidad técnica de la SUNAT la imputación de 

rentas presuntas) y certeza jurídica, los artículos 32 y 32-A de la LIR 

no regulan una cláusula general de imputación de rentas presuntas, 

sino la “cuantificación” del hecho imponible conforme a los métodos 

de valoración (2022, p. 202). 

 

Como se puede apreciar, no hay una posición unánime respecto a la 

aplicación de intereses presuntos para las operaciones de préstamos 

gratuitos. En ese contexto corresponde determinar si se puede imputar 

renta en operaciones de préstamo a título gratuito.  

 
6.2.1. ¿La imputación de rentas de las operaciones de préstamos a título 

gratuito entre partes vinculadas se da mediante el artículo 26 de la 

LIR? 
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Sostener que mediante el artículo 26 de la LIR se podría imputar rentas de 

operaciones de préstamos a título gratuito entre partes vinculadas implica 

lo siguiente: 

1. La imputación se daría mediante el primer párrafo del artículo pues

señala que “todo préstamo en dinero, cualquiera que sea su

denominación, naturaleza o forma o razón, devenga un interés no

inferior a (...)”.

2. La valoración se daría conforme a las normas de precios de

transferencia del artículo 32-A de la LIR.

Al respecto, Silvia Muñoz señala que el hecho imponible existe por 

disposición del artículo 26 de la LIR; sin embargo, la cuantía de la obligación 

se determina en función de las normas de valoración del artículo 32-A de 

la misma Ley, sin que la prueba en contrario se utilice para desvirtuar la 

existencia del hecho imponible. 

En consecuencia, según esta postura, mediante el primer párrafo del 

artículo 26 de la LIR se habilitaría a que se puedan presumir intereses (bajo 

prueba contrario) en las operaciones de préstamo a título gratuito entre 

partes vinculadas; no obstante, la valoración de dichas operaciones se 

daría conforme al artículo 32-A de la LIR. En efecto, la aplicación de las 

operaciones se daría de la siguiente manera: 

Operaciones entre 

partes independientes 

Operaciones entre 

partes vinculadas 

No se han 

pactado 

intereses 

Norma de 

imputación 

Artículo 26 LIR Artículo 26 LIR 

Norma de 

valoración 

Artículo 26 LIR 
TAMN o LIBOR 

Artículo 32-A LIR 

Como se puede observar, en las operaciones entre partes vinculadas, el 

artículo 26 de la LIR solo aplicaría para aquellas operaciones en las que no 

se hayan pactado intereses. En efecto, en el supuesto en que se hayan 



27 
 

pactado intereses en una operación de préstamo entre partes vinculadas 

no se aplicaría el artículo 26 de la LIR debido a que: (i) se han pactado 

intereses por lo que no es necesaria su presunción, y (ii) el valor de los 

intereses pactados va a ser evaluado conforme a las normas de precios de 

transferencia, utilizando sus propios métodos a fin de determinar el valor 

de mercado. 

 

En este contexto, corresponde determinar si efectivamente mediante el 

artículo 26 de la LIR se puede presumir intereses en las operaciones de 

préstamo a título gratuito entre partes vinculadas. 

 

Al respecto, es importante señalar que el último párrafo del artículo 26 de 

la LIR establece que las disposiciones anteriores señaladas en ese artículo 

no serán de aplicación para las operaciones entre partes vinculadas, sino 

que se les van a aplicar las normas previstas en el numeral 4 del artículo 

32. 

 

En efecto, si nos remitimos al artículo 32 de la Ley del IR podemos observar 

que en su primer párrafo establece que el valor asignado de las 

operaciones a cualquier título (esto es, incluyendo a las operaciones a título 

gratuito) será el valor de mercado a efectos del Impuesto. Por lo tanto, el 

numeral 4 del artículo 32, que establece que el valor de mercado de las 

operaciones entre partes vinculadas se regirá bajo el artículo 32-A, incluye 

que las operaciones a título gratuito (incluyendo las operaciones de 

préstamo a título gratuito) se determinarán su valor de mercado.  

 

Por lo tanto, al existir una norma que regula el supuesto de las operaciones 

de préstamo a título gratuito aplicable a las operaciones entre partes 

vinculadas (esto es, el artículo 32 de la LIR), no deberíamos remitirnos al 

artículo 26 de la LIR, el cual explícitamente excluye de su aplicación a las 

operaciones realizadas entre partes vinculadas. 

 

Aunado a ello, debemos tener en cuenta que la presunción del artículo 26 

de la LIR es de carácter relativo debido a que se les permite presentar los 
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contables como prueba en contrario. En este contexto, es relevante tomar 

en cuenta que dicha presunción no podría ser aplicable a las operaciones 

entre vinculadas. 

 

Como hemos mencionado, mediante el artículo 32-A de la LIR se busca 

determinar el valor de mercado de las operaciones entre vinculadas. Por lo 

tanto, se evalúa si las contraprestaciones se encuentran a valor de 

mercado, el cual puede diferir del precio registrado en la contabilidad 

 

En este contexto, las partes vinculadas podrían pactar una operación de 

préstamo a título gratuito -y que en su contabilidad figure ello- con la 

finalidad de que no se les aplique la presunción de intereses conforme a lo 

establecido en el artículo 26 de la LIR, lo cual abriría las puertas a que las 

empresas vinculadas utilicen este mecanismo a fin de que no se les impute 

renta. 

 

Por otro lado, si se aplica el artículo 26 de la LIR para presumir los intereses 

de los préstamos gratuitos entre partes vinculadas pero no se les permite 

utilizar los libros de contabilidad como prueba en contrario debido a la razón 

señalada en el párrafo anterior, implicaría una interpretación no conforme 

a ley debido a que estaría regulando una presunción absoluta para las 

operaciones entre partes vinculadas, cuando la norma expresamente 

establece una presunción relativa3. 

 

En efecto, si aplicamos el artículo 26 para presumir los intereses de los 

préstamos gratuitos entre partes vinculadas, no se van a poder usar los 

libros de contabilidad como prueba en contrario, convirtiéndose en 

presunción absoluta para dichas operaciones, lo cual no se encuentra 

                                            
3  Cabe precisar que si bien normalmente las personas naturales no podrían utilizar los libros 

de contabilidad como prueba en contrario a la presunción de intereses conforme al artículo 
26 de la LIR, esto se debe a un efecto práctico pues las personas naturales no suelen llevar 
libros de contabilidad. No obstante, ello no implica que a efectos legales se tenga que 
distorsionar lo establecido por la norma, convirtiendo una presunción relativa a una absoluta. 
En efecto, si bien las personas naturales no están obligadas a tener libros de contabilidad, 
nada les impide ello y, por consiguiente, usarlos como prueba en contrario a la presunción de 
intereses conforme al artículo 26 de la LIR. 
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regulado en dicho artículo. Sostener que mediante dicho artículo, que 

establece una presunción onerosa relativa para operaciones vinculadas, se 

puede presumir intereses para partes vinculadas pero que la valoración y 

la prueba en contra regulada en ese artículo no aplicarían para las 

operaciones entre partes vinculadas, implicaría forzar dicha norma para 

que calce en el supuesto analizado, conllevando a su desnaturalización 

(pues la convertiría una presunción relativa en una absoluta). 

 

En conclusión, no resulta aplicable el artículo 26 de la LIR a fin de 

determinar la imputación de rentas en las operaciones de préstamos a título 

gratuito debido a que mediante el primer párrafo del artículo 32 de la LIR 

se incluyen las operaciones a título gratuito. Además, incluir las 

operaciones de préstamos gratuitos entre partes vinculadas a la regulación 

del artículo 26 de la LIR implicaría una desnaturalización de las normas de 

precios de transferencia si se quiere incluir la posibilidad de demostrar la 

inexistencia de intereses a través de la presentación de los libros contables; 

en el supuesto que no se quiera incluir dicha posibilidad, implicaría que el 

artículo 26 de la LIR se convierta de una presunción relativa en una 

absoluta. 

 
6.2.2. ¿Mediante el artículo 32-A se pueden valorar operaciones de 

préstamos a título gratuito? 

 

Como hemos señalado en los párrafos anteriores, las normas de precios 

de transferencia establecidas en el artículo 32-A son valorativas debido a 

que sirven para determinar el valor de las operaciones entre partes 

vinculadas. Como hemos señalado, las normas de precios de transferencia 

establecidas en el artículo 32-A de la LIR son normas que permitirán la 

valoración de las operaciones realizadas entre partes vinculadas. No 

obstante, cabe preguntarnos si es posible valorar una operación en la que 

no se ha pactado un monto. 

 

Al respecto, se debe tener en cuenta que la Primera Disposición Final del 

Decreto Legislativo No. 941 establece que “el ajuste de operaciones a su 
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valor de mercado no constituye un procedimiento de determinación de la 

obligación tributaria sobre base presunta”. 

 

Entonces, mediante el artículo 32-A -norma de valor de mercado para 

operaciones entre partes vinculadas- no podrías determinar la obligación 

tributaria de una operación de préstamos a título gratuito porque lo que 

estarías haciendo es utilizar las normas de precios de transferencia para 

determinar la obligación sobre una base presunta pues no se han pactado 

intereses. 

 

Asimismo, en este contexto es importante tener en cuenta la diferencia 

entre una norma de valoración y una de presunción. Tal como señala 

Ernesto Eseverri, se presumen hechos y se valoran magnitudes; incluso 

puede haber un supuesto en el que se presuma la existencia un hecho y 

seguidamente  la norma estime su valor (1995, p. 45). En efecto, esto último 

ocurre con el artículo 26 que establece una presunción de intereses en las 

operaciones de préstamos entre partes independientes y, luego, establece 

que estos no tendrán un valor inferior a la TAMN o la LIBOR. 

 

En el caso de operaciones vinculadas, si se asume la postura de que 

mediante el artículo 32-A se puede determinar el valor de mercado de los 

préstamos a título gratuito, lo que sucedería es que mediante la valoración 

se estarían presumiendo intereses. En efecto, si aplicas los ajustes 

conforme las normas de valoración del artículo 32-A a las operaciones de 

préstamos gratuitos ello conllevaría a que presumas intereses a efectos de 

que se impute renta, en otras palabras, estarías presumiendo una 

contraprestación en una operación en la que no hay. De esta manera se 

estaría convirtiendo una norma de valoración, en una norma de presunción 

(la cual no va conforme a la naturaleza del artículo 32-A, conforme hemos 

explicado en los párrafos anteriores). 

 

En conclusión, el artículo 32-A de la LIR, al ser una norma de valoración, 

requiere que haya un valor asignado en la operación a fin de que se le 
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pueda aplicar. Por lo tanto, no se pueden presumir intereses de 

operaciones entre partes vinculadas mediante el artículo 32-A. 

 
6.2.3. ¿Existe alguna norma en la LIR que regule la imputación de rentas 

de las operaciones de préstamos a título gratuito entre partes 

vinculadas? 

 

En este contexto, corresponde analizar si en nuestro ordenamiento se 

encuentra alguna norma que permita imputar rentas en las operaciones de 

préstamos a título gratuito entre partes vinculadas. En efecto, la importancia 

de determinar ello radica en el principio de generalidad. 

 

Al respecto, Sandra Sevillano señala que el principio de generalidad es la 

manifestación del principio de la igualdad ante la ley pues implica que todos 

aquellos alcanzados por la norma deberán pagar los tributos, sin admitirse 

tratos diferenciados en base a razones subjetivas (2014, p. 106). 

 

En la misma línea, César Landa señala que el principio de generalidad 

implica una interdicción de privilegios o áreas inmunes a la tributación, que 

consiste en que: (i) todas las personas (naturales o jurídicas, nacionales o 

extranjeras) tienen el deber de tributar, y (ii) el legislador debe tipificar como 

“hecho imponible” aquellos hechos que denoten capacidad económica  

(2005, p. 48). 

 

Entonces, el principio de generalidad que rige el sistema tributario es 

manifestación al principio de igualdad ante la ley. En virtud de dicho 

principio, las normas tributarias deberían aplicar a todos los que cumplan 

con la hipótesis de incidencia establecido en la norma, a menos que haya 

un trato diferenciado en base a criterios objetivos.  

 

En este contexto, debemos resaltar que no existe justificación alguna para 

que la presunción de intereses de operaciones de préstamos se dé 

únicamente a las operaciones entre partes no vinculadas. Por ello, resulta 

relevante determinar si en nuestro ordenamiento existe alguna regulación 
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que permita ello o si, por el contrario, estamos frente a un vacío legal que 

debe ser subsanado. 

 

En consecuencia, corresponde evaluar si mediante el artículo 32 se podría 

imputar renta a las operaciones de préstamos gratuitos. 

 

Conforme al primer párrafo del artículo 32 se establece que en “cualquier 

otro tipo de transacción a cualquier título, el valor asignado a los bienes, 

servicios y demás prestaciones, para efectos del Impuesto, será el de 

mercado”. En este contexto, resulta relevante descubrir el verdadero 

significado de la norma. 

 

Al respecto, mediante el método literal se busca descubrir el sentido de la 

norma a través de las reglas lingüísticas conforme al común entendimiento 

del lenguaje” (Rubio, 2009, p. 238).  

 

Entonces, conforme al método de interpretación literal, el primer párrafo del 

artículo 32 de la LIR establece que el valor de las operaciones a título 

gratuito va a ser el de valor de mercado a efectos del IR. 

 

En este contexto, se debe tener en cuenta que si bien el método literal es 

el primero a considerar debido a que decodifica el contenido normativo de 

la norma, a fin de dar una respuesta interpretativa adecuada es necesario 

tener en cuenta otros métodos interpretativos (Rubio, 2009, p. 239). Por 

ello, en el presente caso vamos a utilizar el método interpretativo 

sistemático por ubicación de la norma y de la ratio legis. 

 

En cuanto al método sistemático por ubicación de la norma este consiste 

en interpretar la norma en base al grupo normativo donde se encuentra, a 

fin de esclarecer su sentido en base a los elementos conceptuales de dicha 

estructura normativa (Rubio, 2009, p. 245). Al respecto, como hemos 

mencionado, el último párrafo del artículo 26 de la LIR hace una exclusión 

expresa de su ámbito de aplicación a las operaciones realizadas entre 

partes vinculadas, remitiendo la regulación de estas al artículo 32 de la LIR. 
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En efecto, el primer párrafo del artículo 32 de la LIR establece las 

operaciones a las que se les aplicará el valor de mercado, incluyendo, las 

operaciones a título gratuito. 

 

Por su parte, el método de la ratio legis consiste en determinar qué quiere 

decir la norma (su razón de ser) conforme se denota de su propio texto o 

del grupo normativo al que pertenece (Rubio, 2009, p. 240). Entonces, 

como mencionamos en los párrafos anteriores, no se puede valorar una 

norma sin que previamente se haya establecido un monto debido a que 

implicaría que las mismas se vuelvan presunciones. Entonces, cuando la 

norma ha establecido que, para efectos del IR, se va a tomar en cuenta el 

valor de mercado de las operaciones gratuitas, está permitiendo que se 

pueda imputar renta a fin de que puedas aplicar las reglas de valoración. 

 

En consecuencia, mediante el primer párrafo del artículo 32 se permite 

imputar renta en las operaciones de préstamos gratuitos realizadas entre 

vinculadas, el cual está regulado en el numeral 4. 

 

En este contexto, cabe precisar que la crítica a esta postura consiste en 

que esta interpretación implicaría una vulneración a los principios de 

reserva de ley y de certeza jurídica pues sostienen que el artículo 32 de la 

LIR no se regula una cláusula general de imputación de rentas presuntas. 

 

Respecto al principio de reserva de ley en materia tributaria, este se 

encuentra establecido en el artículo 74 de la Constitución, conforme al cual 

se establece que la producción normativa tributaria se va a realizar por ley 

o decreto legislativo en caso de delegación. 

 

En este contexto, debemos tener en cuenta que el inciso d) del artículo 1 

de la LIR establece que el IR grava “las rentas imputadas (...) establecidas 
por esta ley” (Énfasis agregado). Al respecto, un sector de la doctrina 

sostiene que mediante ese inciso solo generan rentas imputadas bajo las 

reglas taxativas.  
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En efecto, Walker Villanueva señala que “la razón de la taxatividad para el 

gravamen de las rentas fictas o presuntas radica en el principio de 

capacidad contributiva y del principio de seguridad jurídica, esto es, las 

rentas presuntas o fictas solo se gravan si el legislador lo establece de 

forma expresa” (2022, p. 202). En consecuencia, mediante esta postura se 

interpretaría que debido a que el legislador no ha establecido de forma 

expresa que para los préstamos gratuitos entre empresas vinculadas no 

podrían presumirse intereses debido a que el legislador no lo ha establecido 

expresamente. Entender lo contario implicaría que el TF, a través de su 

jurisprudencia, cree una nueva norma que es constitutiva de obligaciones 

tributarias. 

Otro sector de la doctrina sostiene que el inciso d) del artículo 1 de la LIR 

permite que el legislador pueda configurar los supuestos de renta imputada. 

En efecto, Cecilia Delgado sostiene que dicho inciso no establece un 

numerus clausus de rentas imputadas, sino que le permite al legislador 

delimitar los hechos o supuestos que implican aplicar renta imputada, 

dentro de su libertad de configuración normativa (2004, p. 16). 

Como se puede observar el inciso d) del artículo 1 de la LIR, el legislador 

ha establecido que las rentas imputadas serán aquellas conforme ha 

señalado la ley; por lo tanto, dicha imputación no se limita a un tipo de 

operaciones preestablecidas, sino que se dejará un margen de 

discrecionalidad al legislador. 

En efecto, como hemos señalado en los párrafos anteriores, cuando el 

legislador incluyó las operaciones a título gratuito en el primer párrafo del 

artículo 32, determinó que se imputaría renta a dichas operaciones a pesar 

de que en la realidad no se generaba renta alguna. Por lo tanto, la 

imputación cumple con el principio de reserva de ley debido a que se 

desprende del enunciado lingüístico del primer párrafo del artículo 32. 

En cuanto al principio de seguridad jurídica,  mediante Sentencia No. 0012-

2003- PI/TC, el TC señala que en virtud de dicho principio se busca 
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asegurar una expectativa razonable de la actuación de los poderes 

públicos. 

 

Al respecto, no se van a vulnerar la expectativas razonables de los 

deudores tributarios debido a que, conforme al criterio de generalidad, 

resulta razonable que a los préstamos gratuitos entre partes vinculadas 

también se les impute renta pues no hay ningún criterio objetivo que 

justifique una diferenciación. 

 

En conclusión, mediante el primer párrafo del artículo 32 se permite la 

imputación de renta en las operaciones de préstamos gratuitos entre partes 

vinculadas. Cabe resaltar que consideramos que dicha regulación carece 

de técnica legislativa y claridad; por lo que sería relevante que exista una 

norma clara que permita la imputación de renta para las operaciones 

gratuitas entre partes vinculadas. 

 

En el caso materia de análisis se desprende de la RTF No. 04207-3-2021 

que la SUNAT había efectuado el reparo por intereses presuntos en 

operaciones entre partes vinculadas tomando como base legal el artículo 

26 de la LIR para determinar la existencia del hecho base (préstamo) y el 

artículo 32-A de la LIR con el fin de determinar el valor de mercado de dicha 

operación. No obstante, conforme a lo señalado en los párrafos anteriores, 

el artículo 26 de la LIR no es aplicable para operaciones entre partes 

vinculadas.  

 
VII. ANÁLISIS DE LA CONTROVERSIA VINCULADA A LA FACULTAD DE LA 

SUNAT PARA SOLICITAR DOCUMENTACIÓN DE PERÍODOS PRESCRITOS 

A FIN DE DETERMINAR OBLIGACIONES TRIBUTARIAS DE PERÍODOS NO 

PRESCRITOS. 

 

7.1. ¿El Tribunal Fiscal puede aplicar un criterio jurisprudencial a un caso 

pese a que dicho criterio no es de observancia obligatoria? 
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Conforme a la Norma III del CT, la jurisprudencia califica como fuente del 

Derecho Tributario. No obstante, dicha norma no hace diferenciación entre 

jurisprudencia en sentido genérico o jurisprudencia de observancia 

obligatoria.  

 

En los siguientes párrafos, demostraremos que tanto la jurisprudencia en 

sentido genérico como jurisprudencia de observancia obligatoria son fuente 

de derecho. 

 
7.1.1. Jurisprudencia en sentido genérico como fuente de Derecho 

Tributario 

 

En materia tributaria, la jurisprudencia está conformada por el análisis del 

TF de un caso concreto por el cual emite una resolución. 

 

Al respecto, Marcial Rubio señala que la jurisprudencia administrativa está 

conformada por aquellas resoluciones emitidas por los órganos de la 

administración pública destinados solucionar problemas jurídicos de su 

competencia (2009, p. 160).  

 

Si bien la jurisprudencia en su sentido genérico va a ser fuente de Derecho 

para las partes (Rubio, 2009, p. 173), esto es, que lo resuelto va a vincular 

únicamente a las partes involucradas en el caso concreto, se debe resaltar 

que su relevancia radica en el razonamiento jurídico empleado por el TF, 

así como por su repetición en el tiempo, lo cual se encuentra vinculado con 

el principio de seguridad jurídica. 

 

Al respecto, Juan Carlos Morón señala que la utilidad práctica de la 

jurisprudencia4 es interpretar y delimitar los alcances de la aplicación de la 

norma, comprendiendo los siguientes aspectos: (i) desarrollar el significado 

correcto de la norma, (ii) complementar el ordenamiento integrándolo con 

                                            
4  Cabe precisar que, si bien Morón hace referencia a la utilidad práctica de la jurisprudencia 

emitida por el poder judicial, dicha utilidad práctica también se ve en la jurisprudencia emitida 
por la Administración Pública. 
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otras reglas de ordenamientos afines (generalmente constitucional), (iii) 

discriminar entre varias interpretaciones posibles, (iv) actualizar las normas 

administrativas a fin de que sean aplicables a supuestos no previstos por 

el legislador, y (v) incorporar elementos del Derecho Comparado o de la 

doctrina a la normativa interna (2019, p. 163). 

 

En este contexto, la relevancia de la jurisprudencia que no califica como de 

observancia obligatoria va a radicar en la fuerza del análisis jurídico del 

órgano resolutor. En efecto, conforme al artículo 16 del ROF del MEF, se 

establece que el TF es el órgano resolutivo de última instancia 

administrativa en materia tributaria; por lo tanto, el análisis jurídico que 

resulte de su interpretación de las normas tributarias consta de importante 

relevancia, a fin de otorgarle mayor seguridad jurídica a la resolución de 

casos futuros. No obstante, se debe tener en cuenta que el TF puede optar 

por no aplicar en un caso concreto los criterios expuestos en dicha 

jurisprudencia que no cuenta con el carácter de obligatoriedad.  

 

En consecuencia, la jurisprudencia en sentido genérico es fuente del 

Derecho que recoge la interpretación de una norma (o conjunto de normas) 

de un caso. 

 
7.1.2. Jurisprudencia de observancia obligatoria emitida por el Tribunal 

Fiscal conforme al artículo 156 del Código Tributario 

 

Conforme al artículo 154 del CT, la jurisprudencia de observancia 

obligatoria en materia tributaria está conformada por las resoluciones 

emitidas y publicadas por el TF, en virtud de las cuáles se ha interpretado 

de modo expreso y general una norma tributaria. Cabe resaltar que dicha 

jurisprudencia deberá ser de observancia obligatoria para los órganos de la 

SUNAT en tanto la interpretación contenida en ella no sea modificada por 

el TF, por vía reglamentaria o por ley. 

 

No obstante, se debe tener en cuenta que no toda la resolución se 

configurará como jurisprudencia de observancia obligatoria. En efecto, tal 
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como señala Marcial Rubio, se requiere una debida fundamentación de la 

sentencia a fin de poder discernir claramente qué del caso lo llevó a fallar 

de esa manera (ratio decidendi), y qué fue intrascendente en sus 

consideraciones (obiter dictum) (2009, p. 174). 

 

Entonces, únicamente la ratio decidendi (esto es, el argumento o los 

argumentos que fundamentaron la resolución del caso) configurará como 

jurisprudencia de observancia obligatoria; por lo que es necesario que se 

encuentre expuesta en la resolución de manera clara y expresa como tal.  

 

Por su parte, en el inciso b) del artículo 22 del ROF del MEF, se establece 

que Sala Plena del TF tiene entre sus funciones la de uniformizar la 

jurisprudencia, así como aprobar criterios de observancia obligatoria. 

 

Al respecto, Marcial Rubio resalta que el precedente refleja un rol normativo 

adicional en el Derecho: las resoluciones posteriores a su emisión deberán 

ajustarse a sus términos, siempre y cuando estemos ante circunstancias 

similares (2009, p. 173). 

 

Asimismo, Juan Carlos Morón señala los precedentes vinculantes tienen 

los siguientes efectos: (i) horizontales, debido a que la decisión será 

vinculante para la misma entidad en sus actuaciones posteriores; y, (ii) 

verticales, debido a que la decisión será vinculante para los órganos 

inferiores y operadores sujetos a su ámbito (2019, p. 171). 

 

En consecuencia, la jurisprudencia de observancia obligatoria tiene como 

finalidad sentar un precedente a fin de dotar de contenido al Derecho. Entre 

los principales efectos que genera la jurisprudencia de observancia 

obligatoria tenemos: (i) coherencia jurisprudencial, pues no van a 

presentarse criterios contradictorios; (ii) la seguridad jurídica, pues los 

administrados van a conocer la lógica jurídica que hay detrás de la norma 

según el TF; (iii) la igualdad ante la ley, debido a que el TF se encuentra 

obligado a resolver un controversia conforme al criterio establecido en el 

precedente, y, (iv) reducir la discrecionalidad de las autoridades. 
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7.1.3. Sobre la aplicación de un criterio jurisprudencial a un caso pese a 

que dicho criterio no es de observancia obligatoria 

 

De manera preliminar, debemos señalar que los precedentes5 pueden tener 

distintos grados de vinculatoriedad (MacCormick y Summers, 1997, p. 463), 

principalmente los siguientes: 

 

● Vinculación formal, que implica que si una decisión no respeta el 

efecto vinculante de un precedente es ilegal y, por ello, está sujeta a 

revocación. 

 

● Sin vinculación formal pero que tiene fuerza, implica que, si bien es 

legal que una decisión no respete la fuerza del precedente, puede ser 

objeto de críticas por esta razón y puede ser revocada. 

 

Como se puede observar, un criterio jurisprudencial no solo va a ser 

relevante en el caso en que tenga una vinculación formal, esto es, que haya 

sido reconocido por las autoridades como vinculante para casos 

semejantes, sino también un criterio jurisprudencial, pese a no tener 

vinculación formal, va a ser relevante por su fuerza argumentativa. 

 

Bajo esta premisa, la jurisprudencia de observancia obligatoria va a tener 

un grado de vinculatoriedad formal pues ha sido emitida conforme a las 

normas que le otorgan dicho carácter. Por su parte, la jurisprudencia 

genérica, si bien no tiene vinculatoriedad formal, puede tener fuerza u 

ofrecer un apoyo adicional a la argumentación de la decisión. Entonces, la 

relevancia de la jurisprudencia genérica va a radicar en su fuerza 

argumentativa. 

                                            
5  Cabe precisar que MacCormick y Summers utilizan el término “precedente” de manera 

equitativa al término de “jurisprudencia en sentido genérico” al que aludimos en el presente 
trabajo. En efecto, señalan que “la fuerza normativa de todos los precedentes, incluso los que 
no son vinculantes de iure (…)” (<<The normative force of all precedents, even those which 
are not binding de jure>>) (1997, p. 467). 
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Por su parte, César Landa señala en virtud del principio de stare decisis los 

jueces están vinculados a sus decisiones en casos anteriores: de manera 

horizontal, esto es, la vinculación de cada juez a sus propias decisiones, y 

de manera vertical, esto es, que el precedente sentado por una instancia 

deberá ser respetado por las instancias inferiores (2010, p. 214). En este 

contexto, debemos tener en cuenta que el stare decisis se va a configurar 

como la propia regla de la jurisprudencia de observancia obligatoria que va 

a generar vinculación a los órganos resolutivo a fin de que sigan dicho 

criterio.  

 

No obstante, la jurisprudencia en su sentido genérico también va a ser 

vinculatoria para los órganos resolutivos. Mediante el Expediente No. 047-

2004-AI/TC, el TC concluye que la jurisprudencia (en su sentido genérico) 

es una fuente de derecho debido a la relevancia de la interpretación que 

los jueces hacen debido a que la Constitución y la ley no pueden prever 

expresamente todos los casos. 

 

Si bien dicha sentencia hace referencia a la jurisprudencia emitida por los 

órganos jurisdiccionales -esto es, el Poder Judicial-, dicho razonamiento 

puede ser aplicado al TF al ser el órgano resolutivo de última instancia 

administrativa en materia tributaria. En consecuencia, su labor 

interpretativa plasmada en sus resoluciones permite  esclarecer los 

alcances normativos en materia tributaria. 

 

Entonces, el hecho de que una jurisprudencia no sea de observancia 

obligatoria no implica que no sea vinculante para el Tribunal debido a que 

puede influir en el grado de razonamiento de los tribunales debido a su 

fuerza argumentativa. En efecto, tanto la jurisprudencia genérica como la 

de observancia obligatoria son fuentes de Derecho pero su diferencia 

radica en el grado de vinculatoriedad que va a tener para los órganos 

resolutivos. 
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En la RTF No. 04207-3- 2021, materia de análisis, la Compañía alega que 

la SUNAT no podía basarse en el criterio del TF recogido en las 

Resoluciones Nos. 04206-1-2009 y 03168-5-2003 debido a que no son 

jurisprudencia de observancia obligatoria. 

 

Por su parte, el TF señala que el hecho de que la jurisprudencia no 

constituya jurisprudencia de observancia obligatoria no enerva su 

aplicación debido a que en dichas resoluciones se interpretan normas que 

son aplicables al caso concreto. Además, señala que mediante las 

Resoluciones Nos. 00100-5-2004 y 00322-1-2004 se concluyó que la 

SUNAT puede revisar períodos prescritos a fin de determinar la obligación 

tributaria para períodos no prescritos.  

 

En este contexto, cabe analizar el grado de vinculatoriedad de las 

resoluciones recogidas por el TF que le sirvieron para concluir que la 

SUNAT se encuentra facultada de solicitar información de períodos 

prescritos a fin de determinar aquellos que están no prescritos. Cabe 

resaltar que la pertinencia de dicho criterio será evaluado en el apartado 

siguiente. 

 

Tanto en la RTF No. 00100-5-2004 como en la RTF No. 00322-1-2004, se 

concluye que la SUNAT puede revisar períodos prescritos con el fin de 

derivar consecuencias tributarias a períodos no prescritos. En las referidas 

resoluciones, el TF señala que los hechos ocurridos en los períodos 

tributarios no prescriben, sino que el transcurso del tiempo previsto en el 

artículo 43 del CT, en base al principio de seguridad jurídica, otorga al 

contribuyente un medio de defensa para impedir una determinada 

actuación de la SUNAT como consecuencia de su inacción. 

 

En ese sentido, el TF concluye que, de conformidad con el numeral 7 del 

artículo 87 del CT, los contribuyentes deben guardar y mantener su 

documentación contable que guarde una relación “directa, lógica y 

temporal” con la determinación de la obligación tributaria no prescrita, pese 

a que la dicha documentación pertenezca a períodos prescritos. Asimismo, 
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recalca que la prescripción como mecanismo de defensa implica que no es 

posible establecer el monto de la obligación tributaria del período prescrito, 

mas no implica validar los efectos tributarios de las operaciones.  

Conforme a las resoluciones citadas, el TF reconoce que la SUNAT cuenta 

con la facultad de verificar períodos prescritos a fin de que incidan en 

períodos no prescritos6.  

Entonces, debido a que las mencionadas resoluciones no califican como 

jurisprudencia de observancia obligatoria, no cuentan con vinculatoriedad 

formal, esto es, el TF no está obligado a considerar dicho criterio a fin de 

resolver casos similares. No obstante, en base al razonamiento jurídico 

empleado por el TF en dichas resoluciones, sí podría tomarlo en 

consideración a fin de resolver el caso concreto.  

Respecto a la fuerza de los argumentos del TF en las referidas 

resoluciones, consideramos que argumenta correctamente su decisión 

debido a que empieza analizando los alcances de la figura de la 

prescripción del artículo 43 del CT, concluyendo que únicamente prescribe 

la acción de la SUNAT para exigir al deudor la obligación tributaria; no 

obstante, los hechos generadores de dicha obligación no prescriben.  

En esa misma línea, haciendo una interpretación sistemática con el 

numeral 7 del artículo 87 del CT concluye que se la SUNAT se encuentra 

facultada para solicitar a los contribuyentes información y/o documentación 

de períodos prescritos a fin de sustentar documentalmente la obligación 

tributaria de períodos no prescritos. 

En consecuencia, es erróneo lo sostenido por el recurrente en la resolución 

bajo análisis al alegar que la SUNAT no podía basarse en resoluciones del 

TF que no calificaban como jurisprudencia de observancia obligatoria, pues 

6  Cabe precisar que la jurisprudencia citada por la recurrente que señala que la utilizó la SUNAT
va en el mismo sentido. 
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ello no impide que la SUNAT lo pueda usar como parte de su 

fundamentación. 

 

Por su parte, el TF al resolver el caso toma en consideración jurisprudencia 

que, si bien no tiene vinculatoriedad formal, cuenta con fuerza vinculante 

debido a su análisis jurídico de las normas. Cabe resaltar que dicho criterio 

ha sido recogido en numerosas resoluciones. 

 

Por el contrario, si el TF no toma en consideración los criterios expuestos 

en sus resoluciones precedentes, implicaría una vulneración al principio de 

igualdad y de seguridad jurídica. 

 
7.2. Sobre la facultad de la SUNAT para solicitar documentación de 

períodos prescritos para determinar obligaciones tributarias de 

períodos no prescritos 

 

En el presente apartado se va a evaluar si la SUNAT tiene la facultad de 

poder verificar períodos prescritos a fin de determinar períodos no 

prescritos. Al respecto, se debe tomar en cuenta que dicha facultad puede 

analizarse en dos (02) sentidos: (i) la SUNAT puede solicitar 

documentación de períodos prescritos que sustenten documentalmente la 

determinación de la obligación tributaria de un período no prescrito, y (ii) la 

SUNAT puede solicitar documentación de períodos prescritos a fin de 

corregir errores de dichos períodos que incidan en la determinación de la 

obligación tributaria de períodos no prescritos. 

 

Al respecto, cabe resaltar que el caso materia de análisis se circunscribe 

en el primer supuesto debido a que la SUNAT efectúa el reparo debido a 

que la recurrente no sustentó documentalmente la depreciación de los 

activos fijos en base a que no presentó documentación que identificara el 

activo fijo y acreditara su adquisición y valor. No obstante, en el presente 

informe vamos a evaluar la pertinencia de ambas medidas por separado. 
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7.2.1. Límites a la facultad de fiscalización de la SUNAT 

 

El procedimiento administrativo de fiscalización tributaria tiene por finalidad 

determinar si el contribuyente tiene alguna obligación tributaria. De acuerdo 

con lo señalado en los artículos 61 y 62 del CT, la SUNAT va a determinar 

la obligación tributaria del contribuyente a través de la fiscalización (la cual 

termina con la Resolución de Determinación, Orden de Pago o Resolución 

de Multa). Cabe resaltar que dicha facultad de fiscalización será ejercida 

de forma discrecional, conforme al último párrafo de la Norma IV del Título 

Preliminar del CT. 

  

Al respecto, Lourdes Chau señala que el concepto de fiscalización puede 

ser visto desde dos (02) aristas: (i) como facultad, esto es, la potestad de 

la SUNAT para determinar el correcto cumplimiento tributario por parte del 

contribuyente, y (ii) como procedimiento, esto es, al conjunto de actos 

encaminados a comprobar que el administrado cumplió con las normas 

(2007, p. 239). 

 

Por su parte, Miguel Martel Veramendi7 señala que, dentro del 

procedimiento de fiscalización, la SUNAT puede recurrir a distintos medios 

(inspección, investigación o cruces de información con terceros) para 

realizar la recolección y evaluación de las pruebas a fin determinar 

correctamente la obligación tributaria (2012, p. 169). 

 

Entonces, mediante la fiscalización, la SUNAT va a poder comprobar si las 

actividades del contribuyente tienen incidencia tributaria. En ese sentido, 

se puede observar que el principio de verdad material rige el procedimiento 

de fiscalización pues la SUNAT se encuentra obligada a desarrollar los 

actos necesarios para determinar la obligación tributaria, 

independientemente de la actitud de los contribuyentes. 

 

                                            
7  Funcionario de la Intendencia Regional de Arequipa. 
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En este contexto, surgen dos (02) cargas relevantes durante el 

procedimiento de fiscalización: por un lado, la SUNAT tiene el deber de 

ejercer su facultad de fiscalización conforme al principio de impulso el oficio, 

y, por otro lado, el contribuyente tiene el deber de colaborar con la SUNAT. 

 

En cuanto al principio de impulso de oficio, reconocido en el numeral 1.3. 

del artículo IV de la LPAG, la SUNAT debe dirigir e impulsar el 

procedimiento, para lo cual deberá ordenar la realización de actos a fin de 

esclarecer y resolver las situaciones necesarias. Al respecto, Juan Carlos 

Morón señala que la finalidad de este principio radica en satisfacer el 

interés público inherente a los procedimientos administrativos; por ello, la 

Administración tiene el deber de impulsarlo, independientemente del 

comportamiento de los administrados (2019, p. 92). 

 

Como se puede observar, el principio de impulso de oficio supone una 

carga a la SUNAT que implica realizar todas las actuaciones necesarias 

durante el procedimiento administrativo. En efecto, durante la etapa de 

fiscalización, la SUNAT deberá regir su actuación de manera que busque 

determinar correctamente las obligaciones tributarias de los contribuyentes, 

para lo cual deberá determinar, entre otros, cuáles son los documentos y/o 

la información pertinente al caso. 

 

Por otro lado, en cuanto a la carga del contribuyente, su deber de colaborar 

con la SUNAT se desprende del principio de solidaridad, el cual se 

encuentra recogido implícitamente en el artículo 43 de la Constitución. Al 

respecto, mediante la Sentencia No. 0002-2006-PI/TC, el TC señala que, 

en virtud de dicho principio, la figura impositiva va ir acorde a las 

necesidades sociales que deben ser satisfechas por el Estado. 

 

En esa misma línea, César García Novoa señala que, en virtud del principio 

de solidaridad, el tributo es un instrumento para la realización de políticas 

del Estado del Bienestar, donde no solo debe ser entendido como un 

instrumento recaudatorio, sino de manera activa para el logro de esas 

políticas y en la reducción de las desigualdades (2009, p. 136). 
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Como se puede observar, en un Estado Social de Derecho rige el principio 

de solidaridad en virtud del cual se debe considerar al tributo como un 

medio para el logro del fin social. En este contexto, surge el deber de 

contribuir de los ciudadanos que se verá manifestará de dos (02) maneras: 

por un lado, implica que los ciudadanos paguen los tributos y, por otro lado, 

que colaboren con la SUNAT a fin de que pueda determinar correctamente 

la obligación tributaria. 

 

Cabe resaltar que la discrecionalidad con la que cuenta la SUNAT en el 

ejercicio de su facultad de fiscalización a fin de cumplir con su labor 

recaudatoria, no implica que la misma pueda ser ejercida de manera 

arbitraria. En efecto, debido a que nos encontramos en un Estado Social 

de Derecho, el procedimiento de fiscalización de la SUNAT debe respetar 

los límites de la Constitución y, por ende, los derechos de los 

contribuyentes. 

 

En efecto, en diversas resoluciones el TF8 y el TC9 han enfatizado que la 

facultad discrecional de la SUNAT no es irrestricta, sino que se encuentra 

limitada por los derechos de los administrados conforme al artículo 92 y 

demás reconocidos en el CT, así como los reconocidos en la Constitución 

y en normas especiales. 

 

Con todo ello podemos concluir que la facultad de fiscalización de la 

SUNAT puede ser ejercida de manera discrecional, teniendo como 

principios rectores el impulso de oficio a fin de determinar correctamente la 

obligación tributaria del contribuyente (verdad material). Cabe resaltar que 

la SUNAT debe ejercer dicha facultad respetando los derechos de los 

contribuyentes. Por su parte, los contribuyentes deben colaborar con la 

SUNAT a fin de facilitar la labor de fiscalización y determinación, 

presentando toda la información y/o documentación pertinente. 

                                            
8  Tales como la RTF No. 09515-5-2004, 00512-10-2019, entre otras. 
9  Tales como la Sentencia No. 81-2008-PA/TC, Sentencia No. 4168-2006-PA/TC, entre otras. 
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7.2.2. Prescripción tributaria: ¿prescribe la acción y/o el derecho?  

 

En nuestra legislación, la prescripción tributaria se encuentra regulada en 

el Capítulo IV del CT. En su artículo 43 se señala que la prescripción de la 

acción de la SUNAT para determinar la obligación tributaria, así como la 

acción para exigir su pago y aplicar sanciones se va a configurar a los 

cuatro (04) años, y a los seis (06) años para quienes no hayan presentado 

la declaración respectiva. 

 

Al respecto, el TC, en el fundamento 34 del Expediente No. 00004-2019-

PI, señaló que la prescripción tributaria modula los efectos de la inactividad 

de quien tiene derecho o facultad de ejercer una acción durante el plazo 

legal, resaltando que la inacción de la SUNAT no puede ser “ad infinitum”. 

 

En este contexto, la prescripción tributaria extingue la facultad de la SUNAT 

para determinar la deuda tributaria, así como para aplicar sanciones y exigir 

el pago de la deuda. 

 
7.2.3. ¿La SUNAT puede solicitar documentación de períodos prescritos a 

fin de determinar obligaciones tributarias de períodos no prescritos? 

 

Antes de empezar a evaluar si la SUNAT tiene la facultad de poder verificar 

períodos prescritos a fin de determinar períodos no prescritos en los dos 

sentidos expuestos, debemos tener claros los alcances de la facultad de 

fiscalización de la SUNAT, incluyendo su facultad de prescripción, así como 

la obligación de los administrados de guardar la documentación por 

determinado período de tiempo. 

 

Respecto a la facultad de fiscalización de la SUNAT, el artículo 62 del CT 

establece que dicha facultad es ejercida de manera discrecional. En cuanto 

a las obligaciones de los administrados establecidos en el artículo 87 del 

CT tenemos los siguiente: (i) presentarle a la SUNAT la información y/o 

documentación que le solicite (numerales 5 y 6) y (ii) guardar la información 
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y/o documentación de hechos susceptibles de generar obligaciones 

tributarias o que estén relacionadas con ellas por un tiempo determinado 

(numeral 7). 

 

Al respecto, mediante el Informe No. 162-2006-SUNAT/2B0000 se 

concluye que: (i) la SUNAT tiene la facultad de exigir documentación de 

períodos prescritos en tanto contenga información relacionada con hechos 

que incidan en períodos no prescritos, y (ii) en el caso en que el 

contribuyente no presente dicha documentación, la SUNAT podrá realizar 

los reparos y la determinación tributaria correspondiente del período no 

prescrito; asimismo, señala que la no exhibición configura la infracción del 

numeral 1 del artículo 177 del CT. 

 

En la misma línea, el TF ha emitido diversas resoluciones10 donde concluye 

que es factible que la SUNAT pueda solicitar información y/o documentos 

de períodos prescritos a fin de determinar correctamente la obligación 

tributaria de períodos que no se encuentren prescritos, siempre y cuando 

dicha documentación tenga una relación directa, lógica y temporal con la 

obligación tributaria no prescrita.  

 

A pesar de la reiterada jurisprudencia siguiendo el mismo criterio de 

interpretación, el TF tuvo un criterio diferente en la Resolución No. 3926-1-

2014, donde concluyó que la SUNAT no podía solicitar información y/o 

documentación de períodos prescritos debido a que el numeral 6 del 

artículo 87 del CT debe interpretarse conforme a los derechos 

fundamentales y principios (entre cuáles está el de seguridad jurídica que 

es el fundamento de la prescripción). Por lo tanto, la facultad de la SUNAT 

de requerir documentos para determinar la obligación tributaria está 

limitada por el plazo de prescripción. 

 

Conforme al criterio del TF esbozado, la prescripción tributaria no solo se 

va a configurar como un límite a la determinación de la obligación tributaria 

                                            
10  Tales como, las RTF Nos. 07682-1-2019. 06450-1-2019, entre otras. 
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por parte de la SUNAT, sino que también va a ser un límite para su facultad 

de fiscalización de períodos no prescritos, para los cuáles no podrá solicitar 

información y/o documentación relacionada con períodos prescritos, en 

virtud del principio de seguridad jurídica. 

 

Al respecto, distintos doctrinarios tienen una postura similar. Tal es el caso 

de Humberto Medrano, quien señala que este problema puede ser más 

arduo en países donde la legislación permite que los contribuyentes puedan 

destruir documentos relacionados a ejercicios prescritos. Al respecto, 

concluye que las autoridades no pueden obligar a presentar los 

documentos que el administrado tenía derecho a eliminar (pese a que no 

lo hubiera ejercido) debido a que otro administrado pudo haber ejercido ese 

derecho y, en consecuencia, las autoridades no podrían revisar dichos 

documentos (2005, 16). 

 

En esa misma línea, Bravo Cucci señala que se mantendrá la obligación de 

conservar documentación mientras la facultad de determinar la obligación 

tributaria corresponda a un período no prescrito, una interpretación 

contraria excedería el texto y sentido de la norma (2023). 

 

En consecuencia, corresponde dilucidar si la SUNAT se encuentra 

facultada o no para solicitar documentación de períodos prescritos a fin de 

determinar obligaciones tributarias de períodos no prescritos. En este 

contexto, resulta relevante realizar dos análisis diferentes: por un lado, 

sobre si la solicitud de dicha documentación sirve para sustentar 

documentalmente la determinación del período no prescrito, y, por otro 

lado, si la solicitud de dicha documentación servirá para corregir errores de 

los períodos prescritos a fin de que incidan en períodos no prescritos. 

 

Al respecto, consideramos que es pertinente realizar el análisis por 

separado debido a los efectos jurídicos que van a tener en la determinación 

de la obligación tributaria. El primer supuesto únicamente va a estar 

vinculado a la sustentación documentaria de la operación a fin de verificar 

si el contribuyente determinó correctamente la deuda tributaria. En cambio, 
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el segundo supuesto va a consistir en corregir la obligación tributaria del 

período prescrito, a fin de que pueda incidir en la determinación del período 

no prescrito. 

 
7.2.3.1 La SUNAT puede solicitar documentación de períodos 

prescritos que sustenten documentalmente las la determinación 

de la obligación tributaria de un período no prescrito 

 

Si bien de una interpretación literal del numeral 7 del artículo 87 del 

CT se desprende que los deudores tributarios solo tendrían la 

obligación de mantener la documentación por cinco (05) años o 

durante el plazo de prescripción del tributo, el que fuera mayor, dicha 

norma se debe analizar en conjunto con las otras normas del CT a fin 

de encontrar su verdadero sentido normativo. 

 

Como señalamos en el capítulo anterior, si bien el método literal es un 

primer paso para el proceso de interpretación, es necesario vincularlo 

a otros métodos de interpretación a fin de encontrar el verdadero 

sentido de la norma. 

 

En este contexto, a fin de realizar una correcta interpretación del 

mencionado artículo, consideramos que es relevante interpretar el 

mismo a la luz del método sistemático por ubicación de la norma, en 

virtud del cual se debe esclarecer el significado de la norma en base 

a los elementos recogidos en la estructura normativa a la que 

pertenece. 

 

En consecuencia, a fin de interpretar correctamente el numeral 7 del 

artículo 87 del CT resulta imprescindible, primero, determinar el 

contenido normativo de dicho numeral mediante la interpretación 

literal y, en segundo lugar, analizar dicho numeral tomando en 

consideración las otras normas del CT. 
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Entonces, en primer lugar, mediante dicho artículo se debe analizar 

desde dos (02) aristas: contribuyente y SUNAT. Desde el punto de 

vista del contribuyente, se busca limitar el tiempo por el cual tiene la 

obligación de mantener los documentos relacionados a hechos 

susceptibles de generar obligaciones tributarias, a fin de que no la 

mantenga de manera indefinida. Por su parte, desde el punto de vista 

de la SUNAT, se encontrará limitada a solicitar documentos 

relacionados a los hechos susceptibles de generar obligación 

tributaria cuando se haya excedido el plazo establecido por la norma. 

 

Esta norma no debe ser tomada en cuenta de manera aislada, sino 

que debe ser ubicada en conjunto con las otras disposiciones del 

mismo cuerpo normativo. En ese sentido, conforme a los numerales 

5 y 6 del mismo artículo, se establece que los contribuyentes deben 

presentar a la SUNAT los documentos vinculados a hechos 

susceptibles de generar obligaciones tributarias. En este contexto, 

resulta razonable que los contribuyentes mantengan toda la 

documentación de períodos prescritos a fin de realizar la 

determinación de aquellos períodos que todavía no han prescrito. 

 

No obstante, conforme hemos señalado en los párrafos precedentes, 

si bien la facultad de fiscalización de la SUNAT es discrecional a fin 

de determinar la verdad material de la obligación tributaria, esto no 

implica que sea arbitraria. En ese sentido, debemos tomar en cuenta 

que el TF considera que la SUNAT puede solicitar documentación de 

períodos prescritos siempre y cuando tenga relación directa, lógica y 

temporal con la determinación de la obligación tributaria no prescrita.  

 

En este contexto, a fin de  determinar si la SUNAT puede solicitar 

dicha documentación se debe realizar un análisis de proporcionalidad 

debido a que dicha medida genera una colisión entre dos principios 

jurídicos relevantes: la verdad material y la seguridad jurídica. 
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En efecto, por una parte se encuentra la verdad material plasmada en 

la obligación de la SUNAT a fin de determinar correctamente la 

obligación tributaria de un período no prescrito por lo cual requiere de 

la documentación pertinente. Por otro lado, se encuentra la seguridad 

jurídica deudores tributarios tienen como una garantía fundamental, 

frente al Estado, la seguridad jurídica vinculada a la prescripción, el 

cual opera como límite para el mantenimiento de la documentación 

del contribuyente. 

 

En cuanto al test de proporcionalidad, el TC, mediante Expediente No. 

579-2008-PA/TC, señaló que incluye tres (03) subprincipios: (i) 

idoneidad, esto es, si la restricción en el derecho resulta adecuada a 

la finalidad que se busca tutelar; (ii) necesidad, esto es, verificar si 

existen medios alternativos al adoptado, y (iii) proporcionalidad en 

sentido estricto, esto implica realizar un análisis de la ponderación 

entre principios constitucionales en conflicto, donde se debe 

contrastar los grados de afectación con los grados de satisfacción que 

se persigue, los cuales pueden ser catalogados como grave, medio o 

leve. 

 

Entonces, la medida a analizar es que la SUNAT puede solicitar 

documentación de períodos prescritos que sustenten 

documentalmente la determinación de la obligación de un período no 

prescrito, siendo que esta medida vulnera el principio de seguridad 

jurídica con el que cuenta el contribuyente. 

 

En cuanto al análisis de idoneidad, la medida constituye un medio 

adecuado que permite determinar correctamente obligaciones 

tributarias de períodos no prescritos, por lo tanto se cumple con este 

subprincipio. 

 

Respecto al análisis de necesidad, la medida resulta ser un 

mecanismo necesario para alcanzar la verdad material, en otras 

palabras, para que la SUNAT pueda determinar las obligaciones 
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tributarias de períodos no prescritos. Si bien la SUNAT se encontraría 

prohibida de solicitar documentación que tiene en sus manos como 

consecuencia de fiscalizaciones anteriores, de conformidad con el 

numeral 1 del artículo 40 de la LPAG, dicha medida no goza de la 

misma eficacia debido a que la misma norma señala que la 

Administración posea en virtud de una fiscalización durante cinco (5) 

años anteriores inmediatos.  

 

Finalmente, a fin de realizar el análisis de proporcionalidad, 

corresponde que de manera preliminar analicemos los alcances de 

los criterios que limitan la facultad de fiscalización de la SUNAT 

conforme a la reiterada jurisprudencia del TF, estos son, que la 

documentación solicitada de períodos prescritos tenga relación 

directa, lógica y temporal con la determinación de la obligación 

tributaria no prescrita. 

 

Al respecto, se debe tener en cuenta que la jurisprudencia emitida por 

el TF donde se analizan casos en base al criterio de “relación directa, 

lógica y temporal” a fin de solicitar la información de períodos 

prescritos no define los alcances de dichos conceptos y de la 

redacción de sus resoluciones tampoco se desprende a qué hacen 

referencia. En efecto, de la lectura de las resoluciones se observa que 

el TF se limita a citar los criterios sin realizar un análisis de los hechos.  

 

En efecto, en la RTF No. 05449-4-2019 se concluye que: 

 

“la obligación de los contribuyentes de conservar la información 

y documentación (…), incluye la documentación que 

corresponda a situaciones anteriores al ejercicio fiscalizado que 

guarden una relación directa, lógica y temporal con la 

determinación de la obligación tributaria no prescrita, por lo que 

toda vez que la documentación de sustento del costo 

computable materia de análisis fue solicitada en la fiscalización 

del Impuesto a la Renta del ejercicio 2007, cuando este tributo 
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no había prescrito, no corresponde amparar lo alegado por la 

recurrente en el sentido que no debía conservar dicha 

documentación”. 

 

Asimismo, en la RTF No. 06450-1-2019 se concluye que: 

 

“en el presente caso se produce una vinculación directa, lógica 

y temporal con la provisión de cuentas incobrables que habrían 

sido reconocidas en el ejercicio 2003 y que darían el sustento 

para la pretendida devolución de reserva de incobrables de la 

deducción de la actualización de diferencia de cambio de deudas 

incobrables que obligaban a la recurrente a presentar la 

documentación que sustentara su origen”. 

 

Como se puede observar de los ejemplos citados, el TF recoge los 

criterios señalados y, de manera general, llega a una conclusión sin 

analizar que cada elemento se haya configurado en el cada caso. En 

efecto, las resoluciones emitidas no cuentan con un desarrollo 

argumentativo que fundamenten sus decisiones11, sino que 

únicamente concluye de manera general, demostrando una falsa 

argumentación por parte del TF. 

 

En este contexto cabe resaltar que con dichos criterios el TF buscaba 

establecer un marco que permita: por un lado, servir de base a los 

contribuyentes para tener certeza de los parámetros que tendrá que 

tomar en cuenta a fin de evaluar la documentación que tendrá que 

tendrá que mantener, y, por otro lado, permitir a la SUNAT pueda 

solicitar documentación de períodos prescritos a fin de que pueda 

lograr una correcta determinación de los períodos no prescritos. 

 

Al respecto, al utilizar conceptos indeterminados como los de “directo, 

lógico y temporal”, los cuáles no contienen un marco de actuación ni 

                                            
11  Cabe resaltar que se ha hecho una lectura integral de las citadas resoluciones. 
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tampoco se puede observar un desarrollo jurisprudencial de sus 

alcances en los casos analizados, no cumple con su finalidad de 

otorgar seguridad jurídica a los contribuyente. En efecto, esto conlleva 

dos consecuencias importantes: (i) se deja al administrado en una 

situación jurídica debido a que no saber qué criterios tener en cuenta 

a fin de mantener documentación y que no caiga en sanción, (ii) puede 

generar decisiones arbitrarias por parte del TF debido a que va a 

poder fundamentar sus decisiones en base a su parecer (incluso 

puede manipular sus decisiones) y, por ende, (iii) se puede configurar 

una vulneración al principio de igualdad debido a que una sala puede 

tener diferente entendimiento del criterio que otra. 

 

Con todo lo señalado corresponde aterrizar en el análisis de 

proporcionalidad en sentido estricto en el caso concreto. En este 

contexto, la solicitud de documentación de períodos prescritos puede 

ser calificada como una intervención grave para el contribuyente, 

debido a que no va a tener certeza de la documentación que va a 

tener que mantener a fin de cumplir con sus obligaciones tributarias y 

que no se le imponga una sanción debido a la falta de documentación. 

Por otra parte, el grado de satisfacción del objetivo (esto es, tener toda 

la documentación necesaria a fin de determinar correctamente la 

obligación tributaria) es medio. Por lo tanto, la medida no cumple con 

el test de proporcionalidad. 

 

En consecuencia, que la SUNAT pueda solicitar al contribuyente 

documentación de períodos prescritos con el fin de sustentar 

documentalmente la determinación de las obligaciones tributarias de 

períodos no prescritos no resulta una medida legítima desde la 

perspectiva constitucional debido a que no se cuenta con criterios que 

permitan reducir la inseguridad jurídica en la que se encuentra el 

contribuyente. 

 

Al respecto, consideramos que dicha medida podría ser considerada 

legítima si el TF desarrolla los criterios de “directa, lógica y temporal”, 
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debido a que el grado de intervención se volvería baja y el grado de 

satisfacción sería media. Cabe resaltar que el desarrollo de eso 

conceptos no tendrían que ser necesariamente precisos, sino que se 

debe buscar establecer un marco base de actuación que le permita al 

contribuyente contar con mayor seguridad jurídica y, al mismo tiempo, 

dejar un margen de discrecionalidad al TF para que pueda aplicar los 

criterios a diversos casos. 

 

En el caso materia de análisis efectivamente nos encontramos frente 

a este supuesto en el cual la SUNAT solicita documentación de 

períodos prescritos únicamente para sustentar documentalmente la 

determinación de la obligación tributaria de un período no prescrito, 

basándose en RTF emitidas con anterioridad, las cuáles no son de 

observancia obligatoria. No obstante, que los criterios de “relación 

directa, lógica y temporal” no se encuentran desarrollados en las 

citadas resoluciones, por lo que la medida vulnera el principio jurídica 

que protege a los contribuyentes.  

 

7.2.3.2. La SUNAT puede solicitar documentación de períodos 

prescritos a fin de corregir errores de dichos períodos que 

incidan en la determinación de la obligación tributaria de 

períodos no prescritos 

 

Respecto a si la SUNAT puede solicitar documentación de períodos 

prescritos a fin de corregir errores de dichos períodos que incidan en 

la determinación de la obligación tributaria de períodos no prescritos 

debemos realizar un análisis de proporcionalidad debido a que 

colisionan dos principios jurídicos relevantes: por una parte, la verdad 

material en cuanto a que la SUNAT requiere de la documentación 

pertinente a fin de determinar correctamente la obligación tributaria 

del contribuyente, y, por otro lado, la seguridad jurídica deudores 

tributarios tienen como una garantía fundamental, frente al Estado, la 

seguridad jurídica vinculada a la prescripción, el cual opera como 

límite para el mantenimiento de la documentación del contribuyente. 
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Entonces, la medida a analizar es que la SUNAT puede solicitar 

documentación de períodos prescritos con el fin de corregir errores de 

períodos prescritos que incidan en períodos no prescritos, siendo que 

esta medida vulnera el principio de seguridad jurídica que protege al 

contribuyente. 

En cuanto al análisis de idoneidad, la medida constituye un medio 

adecuado para determinar obligaciones tributarias de períodos no 

prescritos, por lo tanto se cumple con este subprincipio. 

Respecto al análisis de necesidad, la medida resulta ser un 

mecanismo necesario para alcanzar la verdad material, en otras 

palabras, para que la SUNAT pueda determinar las obligaciones 

tributarias de períodos no prescritos.  

Finalmente, en cuanto al análisis de proporcionalidad en sentido 

estricto, se debe tener en cuenta que solicitar documentación de 

períodos prescritos a fin de corregir errores de dichos períodos se 

configura como una intervención grave debido a que va a mantener al 

contribuyente en una situación de incertidumbre pues no va a saber 

cuándo su obligación tributaria está determinada correctamente y, por 

ende, no va a variar traer consecuencias en determinaciones 

tributarias futuras.  

En efecto, como señalamos en el capítulo anterior, mediante el 

principio de seguridad jurídica se pretende que los administrados 

cuenten con una expectativa razonable de la actuación de la SUNAT. 

Por lo tanto, el hecho de mantenerlos en una situación de 

incertidumbre respecto a la correcta determinación de la obligación 

tributaria implica una completa vulneración a sus expectativas 

razonables. 
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En este contexto, si se le permite a la SUNAT analizar corregir errores 

de períodos prescritos, se estaría vulnerando el principio de buena fe 

procedimental, recogido en el numeral 1.8. del artículo IV de la LPAG. 

 

Respecto al principio de buena fe procedimental, Juan Carlos Morón 

señala que implica que la Administración no debe actuar contra sus 

propios actos anteriores, de lo contrario, esa conducta contradictoria 

deviene en inoponible o inválida (2019, p. 107). 

 

Asimismo, se debe tener que, conforme al principio 

nemo auditur propiam turpitudinem allegans, nadie puede alegar su 

propia torpeza o culpa en su favor (Sentencia del TC Expediente No. 

05923-2009-PA/TC). 

 

En consecuencia, la SUNAT no puede alegar una incorrecta 

determinación de la obligación tributaria de ejercicios prescritos, la es 

consecuencia de su inacción o incorrecta acción durante el 

procedimiento de fiscalización de dicho ejercicio, a fin de corregir 

dichos errores cuando incidan en ejercicios posteriores. En efecto, 

conforme se ha venido señalando, durante el ejercicio de fiscalización, 

la SUNAT rige su accionar en virtud del principio de impulso de oficio 

a fin de determinar la verdad material de las obligaciones tributarias; 

mientras que, los contribuyentes deben de colaborar. En 

consecuencia, la SUNAT debe ser diligente al requerir y evaluar la 

documentación que el contribuyente le presente, a fin de que pueda 

determinar correctamente la obligación tributaria. 

 

En este contexto, la correcta determinación de la deuda tributaria en 

un ejercicio es responsabilidad de la SUNAT y, una vez que determine 

la deuda y prescrita su facultad de fiscalización en dicho período, el 

contribuyente asume que la SUNAT ya culminó la determinación de 

dicho ejercicio (más allá de los reparos que puede impugnar). 

 



59 
 

Sostener que la SUNAT puede corregir errores de períodos prescritos 

a fin de determinar la verdadera obligación tributaria, implicaría una 

clara vulneración al principio de seguridad jurídica.  

 

En este contexto cabe resaltar que ningún principio constitucional 

tiene carácter absoluto, por lo que la determinación de la deuda 

tributaria en virtud del principio de verdad material no puede 

transgredir desproporcionalmente otros principios constitucionales. 

 

Por otra parte, el grado de satisfacción del objetivo es medio, debido 

a que se busca determinar la obligación tributaria de un período no 

prescrito en virtud de la verdad material. 

 

En consecuencia, debido a que nos encontramos frente a una 

intervención grave y un grado de satisfacción media, la medida se 

configura como desproporcional. 

 
VIII. CONCLUSIONES 

 

1. La imputación de renta para las operaciones de préstamo a título gratuito 

entre partes vinculadas está regulada en el primer párrafo del artículo 32 

de la LIR. Por su parte, la valoración de dichas operaciones se realizará 

conforme a las normas de valor de mercado establecidas en el artículo 

32-A de la LIR. 

 

No obstante, consideramos que dicha regulación carece de técnica 

legislativa y claridad; por lo que resulta relevante que exista una norma 

clara que permita la imputación de renta para las operaciones gratuitas 

entre partes vinculadas. 

 

2. La SUNAT no puede solicitar documentación de períodos prescritos para 

sustentar documentalmente la determinación de la obligación tributaria de 

un período no prescrito debido que deviene en desproporcional porque el 
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contribuyente se encontraría en una situación de inseguridad jurídica pues 

la SUNAT podría ejercer su facultad de fiscalización de sin límite temporal. 

 

Si bien en diversa jurisprudencia del Tribunal Fiscal se busca establecer 

límites a dicho requerimiento de documentación bajo el criterio de que 

guarden relación “directa, lógica y temporal”, no define dichos conceptos, 

manteniendo la incertidumbre para los contribuyentes. 

 

3. La SUNAT no puede solicitar documentación de períodos prescritos para 

corregir errores de dichos períodos que incidan en la determinación de la 

obligación tributaria de períodos no prescritos debido a que ella tiene el 

deber de requerir toda la información y documentación necesaria para 

determinar correctamente la obligación tributaria; por lo que no puede 

alegar un error propio a fin de corregir su accionar. 
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